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1. PROYECTOS DE LEY.

DE PESCA EN AGUAS CONTINENTALES DE 
CANTABRIA.

[6L/1000-0031] 
 

Aprobación por el Pleno. 
 

PRESIDENCIA

El Pleno del Parlamento de Cantabria, en su 
sesión del día 19 de marzo de 2007 ha aprobado el 
Proyecto de Ley de Pesca en Aguas Continentales de 
Cantabria, número 6L/1000-0031, según el texto que 
se inserta a continuación. 
 

Lo que se publica para general conocimiento, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93.1 
del Reglamento de la Cámara. 
 

Santander, 30 de marzo de 2007 
 
El Presidente del Parlamento de Cantabria, 
 
Fdo.: Miguel Ángel Palacio García. 

 

“LEY DE CANTABRIA DE PESCA EN AGUAS 
CONTINENTALES. 

 
PREÁMBULO 

 
I

El Estatuto de Autonomía de Cantabria 
atribuye a la Comunidad Autónoma, en su artículo 
24.12, competencia exclusiva en materias de pesca 
fluvial y lacustre "que serán ejercidas en los términos 
dispuestos en la Constitución", constituyendo éste el 
título competencial específico sobre el que se apoya 
la presente iniciativa legislativa. Al igual que sucede 
en otras materias próximas con las que guarda 
notoria analogía, como es la caza, nuestra Comuni-
dad Autónoma viene así a dotarse de una norma 
general reguladora de la actividad de pesca en las 
aguas continentales, que actualiza las previsiones ya 
obsoletas de la Ley de 20 de febrero de 1942 por la 
que se regula el fomento y conservación de la Pesca 
Fluvial, de conformidad con el marco constitucional, 
y la especial incidencia del nuevo esquema de 
distribución territorial del poder. 
 

II 
 

El eje central sobre el que pivota el completo 
desarrollo normativo es el aprovechamiento 
sostenible de los recursos piscícolas, en línea directa 
con el mandato constitucional contenido en el 
artículo 45 CE que configura, como uno de los 
principios rectores de la política social y económica, 
la protección del medio ambiente, encomendando a 
los poderes públicos velar por la utilización racional 
de todos los recursos naturales, con el fin de proteger 
y mejorar la calidad de vida y defender y restaurar el 

medio ambiente, apoyándose en la indispensable 
solidaridad colectiva.  
 

III 
 

Ocho son los títulos en los que se estructura 
la presente Ley, a la que han sumarse cuatro 
disposiciones adicionales, una disposición transitoria, 
una disposición derogatoria y dos disposiciones 
finales, complementadas con un Anexo.  
 

El título I trata de las disposiciones 
generales, como las relativas al objeto de la Ley, su 
ámbito de aplicación, así como la definición de la 
acción de pescar y la aptitud para pescar. 
 

La organización administrativa de la pesca se 
regula en el título II, que presta especial atención, en 
lo que viene siendo una directriz común de la 
legislación sectorial relativa a los recursos naturales, 
a la participación de los actores, públicos y privados, 
comprometidos con el cumplimiento de los objetivos 
legales a través del Consejo Regional de Pesca 
Continental, en tanto que órgano consultivo de la 
Administración Regional en las materias objeto de 
esta Ley, y de las entidades colaboradoras de la 
Administración Piscícola. 
 

El título III, dedicado a las especies objeto de 
pesca, define las mismas y remite al Anexo para su 
concreta determinación, sin perjuicio de la incorpora-
ción de una habilitación reglamentaria para su 
modificación. En su capítulo II determina las artes, 
medios y modalidades de pesca.  
 

El título IV se dedica al pescador: de quién 
tiene esta condición, de cómo se adquiere, y de las 
condiciones que en la presente Ley se exigen para 
ejercer legalmente la pesca.  
 

La utilización racional de los recursos 
naturales piscícolas exige prestar atención especial a 
la planificación y ordenación piscícolas, contenido en 
el título V de la Ley, que opera sobre una previa 
clasificación de las aguas continentales, a los efectos 
de esta Ley, en vedadas, acotadas y libres. Siguiendo 
también una directriz común en intervenciones 
legislativas previas, se crea el Plan Regional de 
Ordenación Piscícola como instrumento básico de 
planificación de la actividad que rige la ordenación y 
gestión sostenibles de los aprovechamientos 
piscícolas en las aguas continentales de Cantabria. 
Los Planes Técnicos de Pesca, concebidos como 
planificación de desarrollo del anteriormente citado 
cuyo ámbito puede ser el de una o varias cuencas 
fluviales, y la Orden Anual de Pesca, cierran el 
instrumentario jurídico previsto. 
 

El título VI trata sobre la protección y 
conservación de las especies piscícolas y de sus 
hábitats. Hace hincapié en las medidas necesarias 
para garantizarlo, habiéndose tenido presente al 
respecto la necesaria conexión de las competencias 
de la Comunidad Autónoma con las del Organismo de 
Cuenca, toda vez que los tramos fluviales o las 
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masas de agua son un espacio físico único sobre el 
que no se proyectan unas únicas competencias, tal y 
como ha sido perfilada la distribución competencial 
por la jurisprudencia constitucional. 
 

El título VII se ocupa de la explotación, 
transporte y comercialización de la pesca, con el que 
se pretende cerrar el círculo de la actividad 
productiva vinculada a la actividad piscícola, allí 
donde se permite.  
 

El último de los títulos de la Ley, el VIII, 
contiene el régimen sancionador, configurado 
institucionalmente como cierre final del sistema, que 
contiene, por consiguiente, la tipificación de las 
infracciones, la descripción de las sanciones 
imponibles, así como los criterios de graduación y la 
asignación de las competencias a los órganos de la 
Administración Autonómica para su imposición, como 
elementos centrales del mismo. 
 

TÍTULO I 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1. Objeto. 
 

La presente Ley tiene por objeto regular el 
ejercicio de la pesca en las aguas continentales de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, con la finalidad 
de proteger, conservar, fomentar y ordenar el 
aprovechamiento de los recursos piscícolas y sus 
hábitats. 
 
Artículo 2. Ámbito de aplicación. 
 

1. La presente Ley será de aplicación en las 
aguas continentales de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria.  
 

2. A los efectos de esta ley se entiende por 
aguas continentales todos los cursos y masas de 
agua, naturales o artificiales, con independencia de 
su dominio. 
 

3. Las aguas continentales tendrán su límite, 
con carácter general, y a los efectos de esta Ley, en 
la desembocadura en el mar, entendiéndose por tal el 
sitio hasta donde se haga sensible el efecto de las 
mareas. 
 

4. No obstante lo dispuesto en el apartado 
anterior, y para los ríos que se relacionan en la 
disposición adicional segunda de esta Ley, el límite de 
las aguas continentales será el que en cada caso se 
especifica.  
 
Artículo 3. Acción de pescar. 
 

1. Se considera acción de pescar la ejercida 
por las personas mediante el uso de artes o medios 
apropiados para buscar o atraer a los animales 
definidos en esta Ley como especies objeto de pesca, 
con el fin de darles muerte, capturarlos o apropiarse 
de ellos, así como la ejecución de los actos 
preparatorios que resulten necesarios a tales fines.  

 2. No tendrán la consideración de acción de 
pescar las actividades de rescate, captura y control 
poblacional de las especies piscícolas que realice 
directamente el personal técnico de la Consejería 
competente. 
 
Artículo 4. Aptitud para pescar. 
 

Podrán realizar la acción de pescar, las 
personas que estén en posesión de la licencia de 
pesca y cumplan los demás requisitos establecidos en 
la presente Ley y en las restantes disposiciones 
aplicables. 
 

TÍTULO II 
 

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA 
 

Artículo 5. Consejería Competente. 
 

A los efectos de esta Ley, se entiende por 
Consejería competente aquella Consejería de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria que tenga 
atribuidas las competencias en materia de ordena-
ción, planificación, regulación y gestión de los 
recursos piscícolas y la pesca continental. 
 
Artículo 6. Consejo Regional de Pesca Continental. 
 

1. El Consejo Regional de Pesca Continental 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria es el 
órgano consultivo en materia de pesca en aguas 
continentales adscrito a la Consejería competente.  
 

2. El Consejo Regional tendrá las funciones 
asignadas en la presente Ley y las que reglamenta-
riamente se precisen.  
 

3. El Consejo Regional de Pesca Continental 
estará presidido por el titular de la Consejería 
competente en la materia, e integrado por un máximo 
de veinticinco miembros en representación de las 
Consejerías de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 
los Organismos de Cuenca, la Federación Cántabra de 
Pesca y Casting, las entidades colaboradoras en 
materia de pesca, la Universidad de Cantabria, la 
Federación Cántabra de Municipios y las asociaciones 
que promuevan la conservación y el uso sostenible de 
los recursos naturales y, en particular, de los recursos 
asociados a los hábitats fluviales, y representantes de 
los Cuerpos de funcionarios con funciones de 
vigilancia de acuerdo a lo establecido en la presente 
Ley. 
 

4. Su composición y régimen de funciona-
miento serán objeto de desarrollo reglamentario.  
 

Artículo 7. Entidades colaboradoras. 
 

1. Tienen la condición de entidades 
colaboradoras de la Consejería competente de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria: 
 

a) La Federación Cántabra de Pesca y 
Casting. 
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b) Las asociaciones o sociedades de 
pescadores a los que se otorgue esta calificación por 
la Consejería competente por reunir los requisitos que 
reglamentariamente se establezcan. 
 

2. Las entidades colaboradoras coadyuvarán 
con la Consejería competente en el cumplimiento de 
las disposiciones de la presente Ley y gozarán de las 
ventajas y preferencias que se establecen en la 
misma y en sus disposiciones de desarrollo. 
 

TÍTULO III 
 

DE LA PESCA 
 

CAPÍTULO I 
 

DE LAS ESPECIES OBJETO DE PESCA 
 
Artículo 8. Especies objeto de pesca. 
 

1. Son especies objeto de pesca las 
definidas como tales en el Anexo de la presente Ley.  
 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado anterior, la reseñada relación de especies 
objeto de pesca podrá ser modificada mediante 
Decreto del Gobierno de Cantabria. 
 

3. No podrán calificarse como objeto de 
pesca las especies, subespecies o poblaciones de 
fauna silvestre que hayan sido incorporadas al 
Catálogo Nacional de Especies Amenazadas o 
incluidas en el Catálogo Regional de Especies 
Amenazadas, así como aquellas otras cuya pesca 
esté prohibida por la Unión Europea.  
 

4. Los ejemplares de especies no declaradas 
objeto de pesca o aquellos cuya pesca no esté 
autorizada deberán ser devueltos de manera 
inmediata a las aguas de procedencia, causándoles el 
menor daño posible. 
 

CAPÍTULO II 
 

ARTES, MEDIOS Y MODALIDADES DE PESCA 
 
Artículo 9. Artes y medios de pesca permitidos. 
 

1. En la práctica de la pesca sólo podrán 
emplearse las artes y medios expresamente 
permitidos en la presente Ley y sus normas de 
desarrollo.  
 

2. En la pesca de especies piscícolas sólo 
podrá utilizarse caña o sedal con anzuelo o señuelo. 
Como elemento auxiliar para la extracción de las 
capturas que hubieran mordido el anzuelo o señuelo, 
sólo podrá emplearse sacadera. 
 

3. En la pesca de cangrejos sólo podrá 
hacerse uso de reteles o lamparillas.  
 

4. Reglamentariamente se determinará el 
número máximo de artes o medios de pesca 
permitidos, sus características, así como la distancia 

máxima para la colocación de las artes, la distancia 
mínima entre pescadores y en su caso la limitación 
temporal de la acción de pesca, para proteger el libre 
tránsito de las especies por los cursos fluviales y 
armonizar el ejercicio de la pesca entre pescadores. 
 

5. En cualquier caso, y cualquiera que sea la 
modalidad de pesca que se practique, queda 
prohibida la pesca de ejemplares cuya captura no se 
derive de la simple mordedura del cebo, sino de la 
trabazón del anzuelo, señuelo o arte en cualquier 
parte del cuerpo del pez. 
 

6. El uso de embarcaciones y otros aparatos 
de flotación en la práctica de la pesca estará 
restringido a los tramos y masas de agua delimitados 
en los instrumentos de planificación correspondien-
tes. 
 
Artículo 10. Cebos. 
 

1. Sólo podrán utilizarse para pescar los 
cebos permitidos para cada especie y tramo fluvial o 
masa de agua por el instrumento de planificación 
correspondiente. 
 

2. Los cebos podrán ser naturales o 
artificiales. Se consideran cebos naturales los 
animales vivos o muertos, sus restos, huevos y 
embriones, los vegetales y los productos alimenticios 
en origen, mezclados o elaborados. Son cebos 
artificiales las cucharillas, ninfas, moscas, peces o 
animales simulados y cualquier otro señuelo. 
 

3. Se prohíbe la obtención o recolección de 
cebo natural en las aguas continentales, excepción 
hecha del tramo fluvial o masa de agua donde se 
practique la pesca, debiendo en tal caso realizarse 
manualmente y sin empleo de medios auxiliares. 
 
Artículo 11. Captura y suelta. 
 

1. Se entiende por captura y suelta la 
modalidad de pesca con caña en la que, utilizando las 
artes, aparejos y cebos que reglamentariamente se 
determinen, todos los ejemplares capturados son 
devueltos vivos al agua de manera inmediata 
causándoles el menor daño posible. No se considera-
rá como tal la devolución obligatoria de capturas de 
especies o ejemplares no autorizados o de talla no 
legal. 
 

2. En las condiciones que se determinen en 
el correspondiente Plan Técnico de Pesca, se podrán 
delimitar en los cursos o masas de agua zonas para la 
práctica exclusiva de la modalidad de captura y 
suelta, o zonas en las que dicha práctica esté 
prohibida. 
 
Artículo 12. Competiciones deportivas. 
 

1. Las competiciones deportivas de pesca 
sólo podrán realizarse, y sin perjuicio de cualesquiera 
otras autorizaciones que sean necesarias por parte de 
otros organismos competentes, previa autorización de 
la Consejería competente, en los tramos fluviales o 
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masas de agua delimitadas al efecto en el correspon-
diente Plan Técnico de Pesca.  
 

2. Tienen la consideración de competiciones 
deportivas de pesca las pruebas calificadas como 
tales por la Federación Cántabra de Pesca y Casting, 
cuya práctica habrá de ser conforme con las 
disposiciones de la presente Ley y sus normas de 
desarrollo.  
 

3. Reglamentariamente se establecerán las 
condiciones que deben cumplir las competiciones 
deportivas de pesca para su autorización que, en 
todo caso, sólo podrán realizarse cuando no se 
produzca ninguna afección significativa a las 
poblaciones de especies silvestres o a sus hábitats.  
 

TÍTULO IV 
 

EL PESCADOR 
 
Artículo 13. Del pescador. 
 

Tiene la condición de pescador quien realiza 
la acción de pescar reuniendo los requisitos legales 
para ello. 
 
Artículo 14. Condiciones para el ejercicio de la 
pesca. 
 

1. Para ejercitar legalmente la pesca, el 
pescador deberá estar en posesión de los siguientes 
documentos: 
 

a) Licencia de pesca de Cantabria en vigor, o 
título homologado. 
 

b) Documento oficial acreditativo de 
identidad. 
 

c) Cuantos permisos o autorizaciones sean 
exigidos en esta Ley y sus disposiciones de 
desarrollo. 
 

2. El pescador deberá portar durante la 
acción de pesca la documentación, original o copia 
debidamente compulsada, que se exige en el 
apartado anterior. 
 
Artículo 15. Licencia de pesca. 
 

1. La licencia de pesca de Cantabria es el 
documento de carácter nominal e intransferible cuya 
posesión es imprescindible para el ejercicio de la 
pesca en el territorio de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria. 
 

2. Las licencias de pesca serán expedidas 
por la Consejería competente. Reglamentariamente se 
determinará el procedimiento de expedición y su 
periodo de validez. 
 

3. El menor no emancipado necesitará 
autorización escrita de quien ostente su patria 
potestad o tutela para solicitar la licencia de pesca.  

 4. La licencia de pesca podrá extinguirse 
anticipadamente, de conformidad con lo dispuesto en 
el título VIII de la presente Ley, a resultas del 
correspondiente procedimiento sancionador. En tal 
caso, el titular de la licencia deberá entregar el 
documento acreditativo y abstenerse de solicitar una 
nueva en tanto dure la inhabilitación. 
 

5. La Comunidad Autónoma de Cantabria 
podrá suscribir convenios con otras Comunidades 
Autónomas para homologar los respectivos títulos 
administrativos de intervención exigidos para la 
actividad de pesca, con base en los principios de 
reciprocidad y equivalencia de las condiciones 
requeridas, o, en su defecto, arbitrar procedimientos 
que faciliten la expedición de las licencias de pesca. 
 
Artículo 16. Permiso de pesca. 
 

1. El permiso de pesca es la autorización 
expedida por la Consejería competente que habilita a 
su titular a realizar la actividad de pesca en las aguas 
que tengan la condición de acotadas.  
 

2. El permiso de pesca tendrá carácter 
nominal e intransferible, y habrá de especificar la 
modalidad de pesca autorizada y su período de 
validez. 
 

3. Reglamentariamente se determinarán las 
clases y el procedimiento de expedición de los 
permisos de pesca. 
 
Artículo 17. Accesibilidad. 
 

La Consejería competente adoptará las medi-
das necesarias para facilitar la práctica de la pesca 
continental en Cantabria a las personas con algún tipo 
de discapacidad, eliminando aquellos obstáculos que lo 
impidan, actuando en los lugares que la orografía y el 
respeto a la naturaleza lo permitan. 

 
TÍTULO V 

 
PLANIFICACIÓN Y ORDENACIÓN PISCÍCOLAS 

 
CAPÍTULO I 

 
CLASIFICACIÓN DE LAS AGUAS CONTINENTALES 

 
Artículo 18. Clasificación. 
 

A los efectos de la presente Ley, y en 
atención a la gestión y aprovechamiento de los 
recursos piscícolas, las aguas continentales se 
clasifican en: 
 

a) Aguas vedadas. 
 

b) Aguas acotadas. 
 

c) Aguas libres. 
 
Artículo 19. Aguas vedadas. 
 

Son aguas vedadas las masas de agua o 
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tramos fluviales en los que se prohíbe, con carácter 
temporal o permanente, la pesca por razones de 
ordenación y gestión de los recursos. 
 
Artículo 20. Aguas acotadas. 
 

Son aguas acotadas las masas de agua o 
tramos fluviales en los que el ejercicio de la pesca 
sólo podrá realizarse por el titular del permiso de 
pesca expedido por la Consejería competente, en los 
términos consignados en dicha autorización. 
 
Artículo 21. Aguas libres. 
 

Son aguas libres las masas de agua o tramos 
fluviales en los que el ejercicio de la pesca se 
realizará sin más limitaciones que las establecidas en 
la presente Ley y sus disposiciones de desarrollo. 
 
Artículo 22. Delimitación y señalización. 
 

1. La delimitación de las diferentes clases de 
aguas continentales se llevará a efecto en los 
correspondientes Planes Técnicos de Pesca.  
 

2. La Consejería competente procederá a la 
señalización de las masas de agua o tramos fluviales 
que tengan la condición de vedados o acotados. 
Reglamentariamente se establecerán las característi-
cas de dicha señalización. 
 

CAPÍTULO II 
 

PLANIFICACIÓN DE LOS APROVECHAMIENTOS 
PISCÍCOLAS 

 
Artículo 23. Plan Regional de Ordenación Piscícola. 
 

1. El Plan Regional de Ordenación Piscícola 
es el instrumento básico de planificación por el que 
se rige la ordenación y gestión sostenibles de los 
aprovechamientos piscícolas en las aguas continenta-
les de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

2. El Plan Regional de Ordenación Piscícola 
será elaborado por la Consejería competente y 
aprobado por el Gobierno de Cantabria mediante 
Decreto, previa audiencia del Consejo Regional de 
Pesca Continental.  
 

3. El Plan Regional de Ordenación Piscícola 
contendrá, como determinaciones mínimas, la 
división del territorio objeto de planificación en 
cuencas fluviales a los efectos del aprovechamiento 
de los recursos piscícolas, así como las directrices y 
normas de carácter general para la evaluación, 
control y aprovechamiento de aquéllos.  
 

4. El Plan Regional de Ordenación Piscícola 
tendrá vigencia indefinida y deberá incluir los 
correspondientes procedimientos de seguimiento y 
evaluación periódicos que garanticen la actualización 
de sus previsiones. 
 
Artículo 24. Planes Técnicos de Pesca. 

 1. El Plan Técnico de Pesca es el instrumen-
to de planificación que desarrolla el Plan Regional de 
Ordenación Piscícola y tendrán como ámbito de 
aplicación una o varias cuencas fluviales.  
 

2. El Plan Técnico de Pesca deberá contener, 
al menos, las siguientes determinaciones:  
 

a) Definición del estado de conservación de 
los recursos piscícolas y del hábitat fluvial. 
 

b) Delimitación de la capacidad de acogida y 
producción de los diferentes tramos fluviales o masas 
de agua. 
 

c) Determinación de las especies objeto de 
pesca y condicionantes de su aprovechamiento. 
 

d) Clasificación de las aguas en atención a 
su gestión y aprovechamiento piscícola.  
 

e) Establecimiento de los métodos, artes y 
procedimientos de pesca de uso prohibido o 
condicionado en el ámbito de aplicación del Plan. 
 

f) Medidas de conservación y mejora del 
hábitat. 
 

g) Control, seguimiento y, en su caso, 
refuerzo de las poblaciones. 
 

h) Delimitación de los tramos y masas de 
agua en los que es posible la pesca desde embarca-
ciones o la utilización de otros aparatos de flotación. 
 

i) Delimitación de las masas o cursos de 
agua habilitados para la práctica de la modalidad de 
pesca intensiva, si los hubiere. 
 

j) Delimitación de las zonas de freza y 
alevinaje objeto de especial protección. 
 

3. El Plan Técnico de Pesca se sujetará en 
todo caso a los instrumentos de planificación de los 
espacios naturales protegidos y de las especies 
amenazadas catalogadas, así como al Plan Regional 
de Ordenación Piscícola.  
 

4. El Plan Técnico de Pesca será elaborado 
por la Consejería competente y se aprobará por Orden 
del Consejero competente, previa audiencia al 
Consejo Regional de Pesca Continental. 
 

5. El Plan Técnico de Pesca tendrá la 
vigencia que se determine en el propio Plan, que 
incorporará, en su caso, las previsiones para su 
revisión.  
 

6. Aprobado el Plan Técnico, el ejercicio de 
la actividad de pesca se regirá por éste, sin perjuicio 
de lo que disponga la Orden Anual de Pesca o de 
cualesquiera medidas excepcionales que adopte la 
Consejería competente de conformidad con lo 
previsto en la presente Ley y sus disposiciones de 
desarrollo. 
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Artículo 25. Orden Anual de Pesca. 
 

1. La Orden Anual de Pesca tiene por objeto 
regular la práctica de la actividad de pesca en aguas 
continentales para cada año, en desarrollo y 
aplicación del Plan Regional de Ordenación Piscícola 
y, en su caso, de los Planes Técnicos de Pesca de las 
diferentes cuencas. 
 

2. La Orden Anual de Pesca se aprobará por 
Orden del Consejero competente, previa audiencia al 
Consejo Regional de Pesca Continental. 
 

3. La Orden Anual de Pesca tendrá el 
siguiente contenido mínimo: 
 

a) Las especies objeto de pesca sobre las 
que pueda desarrollarse la acción de pescar en la 
campaña correspondiente.  
 

b) Los períodos hábiles y los horarios de 
pesca para las distintas especies.  
 

c) Las tallas y los cebos. 
 

d) Los cupos de captura. 
 

e) Las medidas excepcionales de interven-
ción o control de los aprovechamientos piscícolas.  
 

f) Valoración de las especies piscícolas, a 
efectos de indemnización por daños y perjuicios. 
 

4. La Orden Anual de Pesca será objeto de 
publicación en el Boletín Oficial de Cantabria con una 
antelación mínima de 15 días respecto a la fecha de 
inicio de cada campaña.  
 

TÍTULO VI 
 
PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN DE LAS ESPECIES 

PISCÍCOLAS Y DE SU HÁBITAT 
 

CAPÍTULO I 
 

PROHIBICIONES EN BENEFICIO DE LAS ESPECIES 
 
Artículo 26. Instrumentos, artes y procedimientos de 
pesca prohibidos. 
 

Queda expresamente prohibida la utilización 
y la tenencia durante la acción de pescar o en la 
cercanía de los cursos y masas de agua sin razón 
justificada de los siguientes instrumentos, artes o 
procedimientos: 
 

a) Las redes, cualesquiera que sea su clase.  
 

b) Los aparatos electrocutantes o paralizan-
tes, fuentes luminosas artificiales, explosivos y 
sustancias venenosas, paralizantes, tranquilizantes, 
atrayentes, repelentes o desoxigenadoras de las 
aguas. 
 c) Los aparatos punzantes, artes de tirón y 
de ancla, cualesquiera que sea su forma, y artes fijas, 

así como cordelillos y sedales durmientes. 
 

d) La construcción de barreras, empalizadas 
u obstáculos que sirvan como medio para facilitar la 
pesca. 
 

e) La pesca a mano.  
 

f) La pesca con armas de fuego o con fusiles 
submarinos y demás medios subacuáticos. 
 
Artículo 27. Prohibiciones por razón del sitio o lugar. 
 

Se prohíbe expresamente la práctica de la 
pesca en los siguientes sitios o lugares: 
 

a) En los canales de derivación y restitución 
de las aguas en todos los aprovechamientos 
hidráulicos. 
 

b) En los aforadores, diques, presas o 
azudes, así como a una distancia inferior a cincuenta 
metros de los mismos. 
 

c) En los pasos, escalas y dispositivos de 
franqueo para los peces. 
 

d) Sobre puentes, pasarelas o tarimas. 
 
Artículo 28. Tallas y Cupos de captura. 
 

1. La Orden Anual de Pesca determinará las 
tallas de las especies objeto de pesca a los efectos 
de su captura. De conformidad con la planificación 
del aprovechamiento y la conservación de las 
especies, la talla de captura de una especie podrá 
variar en función de los diferentes cursos y masas de 
agua en que se aplique. 
 

2. Los ejemplares capturados que no 
alcancen o sobrepasen la talla establecida serán 
devueltos de forma inmediata a las aguas de 
procedencia, causándoles el menor daño posible. Se 
prohíbe la tenencia de ejemplares que no alcancen o 
sobrepasen la talla establecida, salvo que fueren 
destinados a la repoblación piscícola.  
 

3. Se entenderá por talla o longitud de los 
peces la distancia existente entre el extremo anterior 
de la cabeza y el punto medio posterior de la aleta 
caudal extendida, y para los cangrejos la comprendi-
da entre el ojo y el extremo de la cola también 
extendida. 
 

4. La Orden Anual de Pesca establecerá los 
cupos de captura por pescador correspondientes para 
cada tramo o masa de agua y especie. En cualquier 
caso, deberá abandonarse el ejercicio de la pesca una 
vez alcanzado el cupo correspondiente. 
 

5. Con objeto de limitar los daños en las 
poblaciones de especies objeto de pesca, y en las 
condiciones que se determinen en el Plan Técnico de 
Pesca, la Consejería competente podrá declarar 
obligatorio retener los peces de talla reglamentaria, 
quedando prohibida su devolución al agua con el fin 
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de prolongar la acción de pescar. 
 
Artículo 29. Vedas. 
 

1. Se prohíbe pescar en todas las aguas, 
públicas o privadas, durante el período de veda, o en 
los días no permitidos dentro del período hábil de 
pesca. 
 

2. Siempre que en un tramo fluvial o masa 
de agua existan varias especies y alguna esté vedada, 
la prohibición se extenderá a todas las restantes cuya 
pesca se realice con el mismo arte o aparejo. 
 

3. La Consejería competente está autorizada 
para fijar vedas extraordinarias, de duración y 
localización determinadas, cuando sea necesario para 
la conservación y protección de las especies. 
 
Artículo 30. Autorizaciones excepcionales. 
 

1. La Consejería competente podrá autorizar 
excepciones a las prohibiciones recogidas en la 
presente Ley cuando concurran las circunstancias que 
se describen a continuación: 
 

a) Si de su aplicación se derivaran efectos 
perjudiciales para la salud y la seguridad de las 
personas. 
 

b) Cuando de su aplicación se derivaran 
efectos nocivos para las especies amenazadas 
catalogadas. 
 

c) Para prevenir perjuicios importantes a las 
especies objeto de pesca, la calidad de las aguas o el 
hábitat piscícola. 
 

d) Para combatir enfermedades o epizootias 
que afecten a las especies piscícolas. 
 

e) Cuando sea necesario para la investiga-
ción, educación, repoblación o reintroducción o 
cuando se precise para la cría en cautividad destinada 
a estos mismos fines. 
 

2. La autorización administrativa a que se 
refiere el apartado anterior deberá ser motivada y 
especificar: 
 

a) El objetivo o razón de la acción. 
 

b) Las especies a que se refiera. 
 

c) Los medios, sistemas o métodos a 
emplear y sus límites así como el personal cualifica-
do, en su caso. 
 

d) Las condiciones de riesgo y las circuns-
tancias de tiempo y lugar, así como el tramo fluvial o 
masa de agua afectados. 
 

e) Los controles que se ejercerán, en su 
caso. 

CAPÍTULO II 
 

CONSERVACIÓN Y MEJORA DEL HÁBITAT 
PISCÍCOLA 

 
Artículo 31. Régimen de caudales ecológicos. 
 

1. Los titulares de aprovechamientos 
hidráulicos estarán obligados a dejar circular el 
régimen de caudales ecológicos que se determine de 
conformidad con lo dispuesto en la legislación de 
aguas, para garantizar la migración, freza, alevinaje y 
resto de procesos biológicos básicos de las especies. 
 

2. En defecto de determinación del régimen 
de caudales ecológicos, el caudal mínimo a circular 
en el cauce no será inferior a un décimo del caudal 
medio interanual, con un mínimo de cincuenta litros 
por segundo, o a la totalidad del caudal natural 
fluyente si éste fuese inferior a un décimo o a 
cincuenta litros por segundo. 
 

3. Serán responsabilidad de los titulares y 
concesionarios de los aprovechamientos hidráulicos 
los daños y perjuicios que se originen sobre el medio 
acuático, sobre las poblaciones de especies piscícolas 
o sobre la actividad de la pesca como consecuencia 
de no respetar el caudal ecológico establecido o de 
derivar caudales superiores al autorizado en la 
concesión por el organismo de cuenca. 
 
Artículo 32. Agotamiento o variación notable de los 
caudales. 
 

1. Cuando por razones justificadas sea 
necesario vaciar o disminuir notablemente el volumen 
de agua de canales, embalses u otras obras de 
derivación, el titular del aprovechamiento deberá 
comunicarlo a la Consejería competente con, al 
menos, un mes de antelación, salvo que concurran 
circunstancias excepcionales debidamente acredita-
das. 
 

2. La Consejería competente adoptará las 
medidas necesarias para conservar y proteger los 
ejemplares de especies piscícolas existentes, 
quedando el titular del aprovechamiento obligado a 
abonar los gastos ocasionados por estas actuaciones. 
 
Artículo 33. Franqueo de obstáculos. Rejillas y otros 
dispositivos de control. 
 

1. Con objeto de facilitar las migraciones de 
las especies piscícolas, los titulares de aprovecha-
mientos hidráulicos instalarán en las presas, diques, 
azudes y demás obstáculos, los dispositivos de 
franqueo necesarios, con sujeción a las condiciones 
técnicas fijadas por la Consejería competente, entre 
las cuales se incluirá la presentación de proyecto 
suscrito por técnico competente y visado por el 
Colegio Profesional correspondiente.  
 

2. Los titulares y concesionarios de 
aprovechamientos hidráulicos estarán obligados a 
dejar circular en todo momento por los dispositivos 
de franqueo el caudal de funcionamiento fijado en las 
condiciones técnicas por la Consejería competente. 
Este caudal nunca podrá ser superior al caudal 
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ecológico a que se refiere el artículo 31. 
 

3. Los titulares de aprovechamientos 
hidráulicos estarán obligados a instalar rejillas u otros 
dispositivos de control a la entrada y salida de los 
canales de derivación con la finalidad de impedir el 
acceso de las especies piscícolas a los mismos, con 
sujeción a las condiciones técnicas fijadas por la 
Consejería competente. 
 

4. Los titulares de aprovechamientos 
hidráulicos están obligados a mantener los 
dispositivos y artefactos a que se refieren los 
apartados anteriores en perfecto estado de 
conservación a fin de evitar daños a las especies 
piscícolas y a su hábitat. Asimismo no podrán 
colocarse tablas u otra clase de materiales con objeto 
de modificar el nivel de agua o el funcionamiento de 
estos dispositivos. 
 

5. Los gastos derivados del cumplimiento de 
las obligaciones referidas en este artículo serán por 
cuenta de los titulares de los aprovechamientos 
hidráulicos.  
 

6. La Consejería competente podrá ejecutar, 
a expensas de los titulares de los aprovechamientos 
hidráulicos, las obligaciones señaladas en este 
precepto cuando aquéllos no hubieren cumplido sus 
obligaciones en el plazo que se les hubiera indicado al 
efecto. 
 

7. La Consejería competente, con el fin de 
estimar la afección de los diferentes aprovechamien-
tos hidráulicos sobre las especies piscícolas y sus 
hábitats, elaborará y mantendrá actualizado un 
inventario de obstáculos cuyo contenido y desarrollo 
se determinará reglamentariamente. 
 
Artículo 34. Calidad de las aguas. 
 

Sin perjuicio de las competencias del 
Organismo de Cuenca, se exigirá la autorización de la 
Consejería competente en los siguientes supuestos: 
 

a) Alterar la condición natural de las aguas 
con cualquier tipo de producto contaminante 
susceptible de dañar los ecosistemas fluviales, en 
especial la fauna de los mismos, considerándose 
como tal todo aquel que produzca una alteración 
lesiva de las condiciones físicas, químicas o 
biológicas de las masas de aguas continentales. 
 

b) Enturbiar las aguas mediante la 
incorporación o remoción de áridos, arcillas, 
escombros, limos o cualquier otro tipo de sustancia. 
 

c) Acumular residuos sólidos, estiércol o 
abono y formar estercoleros, escombreras o 
vertederos, cualquiera que sea su naturaleza, en los 
cursos y masas de agua o en sus zonas de 
servidumbre. 
 

d) Arrojar y verter basuras, desperdicios, y 
residuos de cualquier tipo, así como el abandono de 

objetos en los cursos fluviales y sus zonas de 
servidumbre. 
 

Artículo 35. Alteración de fondos, márgenes y 
riberas. 
 

Sin perjuicio de las competencias del 
Organismo de Cuenca, se exigirá la autorización de la 
Consejería competente en los siguientes supuestos:  
 

a) Aprovechamiento, corta, eliminación o 
cualquier otro tipo de actuación sobre la vegetación 
de los cauces y riberas, hasta el límite de la zona de 
servidumbre de las aguas públicas. 
 

b) Encauzamiento, dragado, ocupación o 
modificación del cauce y lecho de los tramos fluviales 
y masas de aguas y de sus zonas de servidumbre. 
 

c) Extracción de áridos y grava de los tramos 
fluviales y masas de agua.  
 

d) Desviación del curso natural de los tramos 
fluviales, y alteración de las márgenes y lechos.  
 

Artículo 36. Afección de los usos recreativos o 
domésticos. 
 

1. Se prohíbe el baño en los dispositivos de 
franqueo de obstáculos, escalas y pasos para peces. 
 

2. Se prohíbe el lavado de vehículos, 
remolques, carros, cisternas y maquinaria en general 
en los cursos o masas de agua y en sus zonas de 
servidumbre. 
 

3. Se prohíbe entorpecer, obstaculizar o 
impedir el libre paso de personas por las zonas de 
servidumbre de uso público establecidas en las 
márgenes de los cursos o masas de agua. 
 

4. Se prohíbe la permanencia de aves 
acuáticas domésticas en aquellos lugares donde 
pudieran ocasionar daños a la riqueza piscícola. 
 

5. Reglamentariamente se regulará la 
realización en los tramos fluviales o cursos de agua 
de aquellas actividades de ocio y recreo cuya práctica 
pueda resultar perjudicial para las especies piscícolas, 
sus hábitats o pueda entorpecer la práctica ordenada 
de la pesca. 
 
Artículo 37. Protección de frezaderos y zonas de 
alevinaje. 
 

Los frezaderos y zonas de alevinaje serán 
objeto de especial protección, prohibiéndose toda 
alteración de los mismos, salvo autorización de la 
Consejería competente en las condiciones estrictas 
que ésta proponga y que garanticen la conservación 
de estas zonas y minimicen los impactos que se 
produzcan sobre ellas. Los Planes Técnicos de Pesca 
delimitarán estas zonas y contendrán las medidas 
precisas para su protección y conservación. 
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CAPÍTULO III 
 

CONSERVACIÓN Y MEJORA DE LAS ESPECIES 
PISCÍCOLAS 

 
Artículo 38. Estado sanitario de las poblaciones. 
 

1. Las Administraciones públicas competen-
tes adoptarán las medidas necesarias para procurar el 
correcto estado sanitario de las especies piscícolas. A 
estos efectos, la Consejería competente podrá 
intervenir sobre el ejercicio de la pesca y las 
actividades de explotación, introducción y transporte 
cuando se compruebe la aparición de epizootias o 
existan indicios razonables de su existencia. 
 

2. Los titulares de Instalaciones de 
Piscicultura así como los pescadores que tengan 
conocimiento o presuman la existencia de cualquier 
síntoma de epizootia o mortandad que afecte a las 
especies piscícolas deberán comunicarlo a la 
Consejería competente, así como a la Administración 
competente en materia de sanidad animal.  
 
Artículo 39. Información e investigación piscícolas. 
 

1. La Consejería competente realizará 
periódicamente censos, estadísticas y estudios con el 
fin de mantener información actualizada de las 
poblaciones, aprovechamientos y estado sanitario de 
las especies piscícolas, entre otros.  
 

2. La Consejería competente fomentará la 
investigación aplicada, pudiendo suscribir convenios 
de colaboración con Entidades que tengan entre sus 
fines la realización o promoción de estas actuaciones. 
Asimismo, podrá establecer convenios de colabora-
ción con las Entidades Colaboradoras en materia de 
pesca para el seguimiento de las especies piscícolas y 
la actividad de la pesca. 
 

3. A los efectos de lo dispuesto en este 
artículo, los pescadores y las Entidades Colaborado-
ras suministrarán a la Consejería competente la 
información que les sea requerida sobre la actividad 
desarrollada y facilitarán al personal autorizado la 
obtención de los datos biométricos, marcas y 
muestras de tejido necesarias de las especies 
piscícolas que hubieren sido capturadas. 
 
Artículo 40. Medidas de fomento. 
 

La Consejería competente podrá conceder 
subvenciones y ayudas encaminadas a la protección 
y conservación de las especies piscícolas y sus 
hábitats, a la aplicación de códigos de buenas 
prácticas en el ejercicio de la pesca, y al incremento 
de la sensibilización y formación de los pescadores en 
materia de conservación de los recursos naturales. 
Gozarán de preferencia en el otorgamiento de estas 
medidas las Entidades Colaboradoras que coadyuven 
a la finalidad expresada. 
 
Artículo 41. Instalaciones de Piscicultura. 
 

1. Tienen la condición de instalaciones de 

piscicultura, a los efectos de esta Ley, aquellas cuya 
finalidad sea la producción de especies piscícolas 
para su reintroducción en el medio natural o para su 
comercialización, sean vivas o muertas o para el 
estudio y experimentación de dichas especies. 
 

2. Con independencia de los requisitos 
establecidos por la legislación sectorial aplicable, la 
puesta en funcionamiento de instalaciones de 
piscicultura requerirá de la autorización de la 
Consejería competente, previa presentación de 
proyecto suscrito por técnico competente y visado 
por el Colegio Profesional correspondiente. También 
estarán sujetos a autorización de la Consejería 
competente los traslados, ampliaciones o modifica-
ciones de instalaciones de piscicultura. 
 

3. Toda instalación de piscicultura deberá 
desarrollar un programa de control zootécnico-
sanitario. Sus titulares deberán comunicar de 
inmediato a la Consejería competente y a la 
Administración Pública competente en materia de 
sanidad animal cualquier síntoma de enfermedad 
detectado, suspendiendo en tal caso cautelarmente la 
entrada o salida de especímenes, sin perjuicio de la 
adopción de cuantas medidas sean necesarias para 
evitar su propagación. 
 

4. Las instalaciones de piscicultura deberán 
colocar dispositivos que impidan la entrada o el 
escape de las especies piscícolas. Estarán igualmente 
obligadas a llevar un Libro-Registro, en el que se 
harán constar los datos que reglamentariamente se 
determinen.  
 

5. La Consejería competente elaborará y 
mantendrá actualizado un inventario de instalaciones 
de piscicultura y de acuicultura continental cuyo 
contenido y desarrollo se determinará reglamentaria-
mente. 
 

6. Conforme a las prevenciones del Plan Re-
gional de Ordenación Piscícola y de los Planes Técnicos 
de Pesca, se determinarán aquellos cursos o masas de 
agua de especial valor ecológico para los recursos 
piscícolas en los que estará prohibida la instalación de 
centros de piscicultura comerciales. 

 
Artículo 42. Repoblación piscícola. 
 

1. La introducción en el medio natural de 
ejemplares vivos de especies piscícolas con objeto de 
reforzar las poblaciones existentes o de recuperar 
poblaciones desaparecidas, y el traslado de 
ejemplares, sólo podrá ser realizada por la Consejería 
competente y, en cualquier caso, con sujeción plena 
al instrumento de planificación correspondiente. 
 

2. No obstante, la Consejería competente 
podrá, mediante la suscripción de un convenio de 
colaboración, autorizar a Entidades Colaboradoras la 
participación en la repoblación o suelta en determina-
dos cursos o masas de agua. Dicha autorización se 
otorgará con sujeción a los preceptos de esta Ley y a 
las prescripciones de los instrumentos de planifica-
ción correspondientes y con las limitaciones 
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específicas que se establezcan. En este sentido, la 
actuación de la Entidad Colaboradora será siempre 
supervisada y dirigida por el personal técnico de la 
Consejería competente.  
 

3. Queda prohibida la introducción de 
especies piscícolas que puedan competir con las 
poblaciones piscícolas autóctonas, alterar su pureza 
genética, equilibrios ecológicos o su estado sanitario.  
 

4. Los especímenes empleados en la 
repoblación piscícola deberán proceder de Instalacio-
nes de Piscicultura autorizadas.  
 

TÍTULO VII 
 

EXPLOTACIÓN, TRANSPORTE Y 
COMERCIALIZACIÓN DE LA PESCA 

 
Artículo 43. De la pesca intensiva. 
 

1. Se entiende por pesca intensiva, a los 
efectos de la presente Ley, aquella en la que el 
aprovechamiento piscícola está basado en la 
incorporación periódica y continuada de ejemplares 
procedentes de Instalaciones de Piscicultura 
debidamente autorizados. 
 

2. La pesca intensiva únicamente podrá 
realizarse en aquellas masas o cursos de agua que al 
efecto se delimiten en el correspondiente Plan 
Técnico de Pesca. Las zonas de pesca intensiva se 
declararán preferentemente en masas o cursos de 
agua aislados, con escasa capacidad biogénica y en 
los que sea difícil mantener de manera natural o 
sostenida una población aprovechable o, de manera 
excepcional, en aguas en las que, conforme a lo 
previsto en el Plan Regional de Ordenación Piscícola, 
se considere prioritaria la atención a la demanda de 
pesca.  
 

3. La gestión y administración de las zonas 
de pesca intensiva corresponderá a la Consejería 
competente o a personas físicas o jurídicas que 
promuevan dicha actividad y a las que dicha 
Consejería autorice mediante el procedimiento que se 
establezca reglamentariamente. La gestión de una 
zona de pesca intensiva no conferirá otros derechos 
que el exclusivo de pescar en la forma y épocas 
preceptuadas en la presente Ley y sus disposiciones 
de desarrollo y con las limitaciones específicas que se 
establezcan en el Plan Técnico de Pesca. 
 

4. Reglamentariamente se establecerán los 
requisitos y obligaciones que deberán cumplir las 
personas físicas o jurídicas para acceder a la gestión 
y administración de una zona de pesca intensiva, y 
que deberán incluir, en todo caso, la presentación del 
correspondiente Plan de Aprovechamiento suscrito 
por técnico competente y visado por el Colegio 
Profesional correspondiente, que deberá ser aprobado 
por la Consejería competente. El procedimiento de 
selección, establecimiento, extinción y prórroga, en 
su caso, de la capacidad para gestionar una zona de 
pesca intensiva también será objeto de desarrollo 
reglamentario. 

Artículo 44. Transporte de piezas de pesca. 
 

1. Se prohíbe la tenencia y el transporte de 
piezas de pesca durante la época de veda. 
 

2. Para poseer y transportar ejemplares de 
salmón capturados se exigirá que aquéllos vengan 
provistos de los precintos y guías que garanticen su 
origen y procedencia legal.  
 

3. Reglamentariamente podrá extenderse a 
otras especies piscícolas la obligación descrita en el 
apartado anterior, así como las características y 
condiciones de uso de los precintos. 
 

4. Para su transporte, los ejemplares de 
peces, vivos o muertos, procedentes de Instalaciones 
de Piscicultura autorizadas, deberán ir provistos de la 
correspondiente documentación oficial que garantice 
su origen y destino. 
 
Artículo 45. Comercialización de la pesca. 
 

Se prohíbe la comercialización de todos los 
ejemplares de especies piscícolas o sus huevos, 
cualesquiera que sea su procedencia geográfica, con 
excepción de aquellos ejemplares que procedan de 
Instalaciones de Piscicultura autorizadas. 
 

TÍTULO VIII 
 

RÉGIMEN SANCIONADOR 
 

CAPÍTULO I 
 

VIGILANCIA ADMINISTRATIVA 
 
Artículo 46. De la vigilancia. 
 

1. El cumplimiento de lo dispuesto en la 
presente Ley en general, y la vigilancia de la actividad 
de la pesca en particular, será desempeñada en la 
Comunidad Autónoma de Cantabria por el personal 
funcionario adscrito a la Consejería competente, que 
tenga atribuidas las funciones de vigilancia y control 
de esta actividad, sin perjuicio de las competencias 
que en la materia correspondan al Estado. 
 

2. A los efectos de lo dispuesto en la 
presente Ley, el personal referido en el apartado 
anterior tendrá la consideración de Agente de la 
Autoridad. Los hechos constatados por este personal, 
debidamente formalizados en documento público con 
observancia de los requisitos legales pertinentes, 
tendrán valor probatorio en el correspondiente 
procedimiento administrativo.  
 

3. Los funcionarios a los que se refiere el 
apartado 1 de este artículo podrán acceder, en el 
ejercicio de sus funciones, a todos los terrenos, 
locales, vehículos, embarcaciones, remolques, 
equipamientos auxiliares e instalaciones relacionadas 
con el objeto de regulación de la presente Ley. En el 
supuesto de entrada domiciliaria se precisará del 
consentimiento del titular o de resolución judicial.  
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4. Los gestores y administradores de una 
zona de pesca intensiva y los titulares de aguas 
privadas a los que se refiere la disposición adicional 
primera de la presente Ley, podrán dotarse de 
Guardas Particulares de Campo que deberán regirse 
por lo establecido en la normativa estatal en materia 
de seguridad privada. Los Guardas Particulares de 
Campo estarán obligados a colaborar con los Agentes 
de la Autoridad a los efectos de lo dispuesto en la 
presente Ley, así como a denunciar toda infracción a 
lo previsto en la misma. 
 

CAPÍTULO II 
 

INFRACCIONES 
 
Artículo 47. Infracciones muy graves. 
 

Son infracciones administrativas muy graves: 
 

a) Pescar ejemplares de especies piscícolas 
incorporadas a los Catálogos Nacional o Regional de 
Especies Amenazadas. 
 

b) Realizar competiciones deportivas sin au-
torización o con incumplimiento de las condiciones de 
la autorización otorgada por la Consejería competen-
te. 
 

c) Realizar la acción de pescar portando 
falsificaciones de los documentos legalmente 
exigidos. 
 

d) Pescar estando inhabilitado para obtener 
licencia de pesca por resolución judicial o administra-
tiva firme.  
 

e) Destruir, derribar, dañar o cambiar de 
lugar las señales o indicadores colocados por la 
Administración. 
 

f) Utilizar, o tener en las proximidades de los 
cursos o masas de agua sin causa razonablemente 
justificada, los instrumentos, artes y procedimientos 
prohibidos expresamente por el artículo 26, apartados 
a, b, d y f de la Ley.  
 

g) Incumplir las condiciones señaladas en las 
autorizaciones excepcionales a las que se refiere el 
artículo 30 de la Ley. 
 

h) Incumplir las obligaciones impuestas a los 
titulares de aprovechamientos hidráulicos en los arts. 
31, 32 y 33 de la Ley. 
 

i) Obstruir, modificar, alterar, destruir, 
trasladar o entorpecer el funcionamiento de las 
escalas, pasos para peces, capturaderos, aparatos de 
incubación y otras instalaciones y dispositivos 
destinados a la protección o fomento de las especies 
piscícolas. 
 

j) Alterar la condición natural de las aguas 
con cualquier tipo de producto contaminante 
susceptible de dañar los ecosistemas fluviales, en 
especial la fauna piscícola. 

 k) Enturbiar las aguas mediante la 
incorporación o remoción de áridos, arcillas, 
escombros, limos o cualquier otro tipo de sustancia, 
sin contar con la correspondiente autorización de la 
Consejería competente, o con incumplimiento de las 
condiciones de dicha autorización. 
 

l) Acumular residuos sólidos, estiércol o 
abono y formar estercoleros, escombreras o 
vertederos, cualquiera que sea su naturaleza, en los 
cursos y masas de agua o en sus zonas de 
servidumbre, sin contar con la correspondiente 
autorización de la Consejería competente, o con 
incumplimiento de las condiciones de dicha 
autorización. 
 

m) Realizar las actividades descritas en el 
artículo 35 de la Ley sin autorización de la Consejería 
competente o con incumplimiento de las condiciones 
de dicha autorización. 
 

n) Alterar o destruir los frezaderos y zonas 
de alevinaje objeto de especial protección, sin 
autorización de la Consejería competente o con 
incumplimiento de las condiciones de dicha 
autorización. 
 

ñ) Incumplir las obligaciones sobre el estado 
sanitario de las poblaciones tal y como se recogen en 
el artículo 38 de la Ley.  
 

o) Destruir o dañar las construcciones e 
infraestructuras dispuestas para el aprovechamiento 
piscícola, en particular, refugios, pasarelas y 
posturas. 
 

p) Poner en funcionamiento, trasladar, 
ampliar o modificar Instalaciones de Piscicultura sin 
autorización o con incumplimiento de las condiciones 
de dicha autorización. 
 

q) Incumplir por las Instalaciones de 
Piscicultura las obligaciones dispuestas por el artículo 
41.4 de la Ley.  
 

r) Introducir especies piscícolas que puedan 
competir con las poblaciones piscícolas autóctonas, 
alterar su pureza genética o equilibrios ecológicos o 
su estado sanitario.  
 

s) Incumplir las condiciones del régimen de 
pesca intensiva señaladas en el artículo 43 de la Ley. 
 

t) Transportar y tener ejemplares de especies 
piscícolas sin precintos y guías cuando exista 
obligación de hacerlo, tal y como se contempla en el 
artículo 44 de la Ley. 
 

u) Comerciar con ejemplares de especies 
piscícolas salvo en las excepciones descritas en el 
artículo 45 de la Ley. 
 

v) Obstruir, por acción u omisión, las 
actuaciones de investigación, inspección, vigilancia o 
control de las Administraciones públicas competentes 
en relación con el cumplimiento de las disposiciones 
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de esta Ley y sus normas de desarrollo. 
 
Artículo 48. Infracciones graves. 
 

Son infracciones administrativas graves: 
 

a) Pescar ejemplares de especies piscícolas 
que no se incluyan en la relación de especies objeto 
de pesca, siempre que no constituya una infracción 
muy grave. 
 

b) No devolver de forma inmediata a las 
aguas de procedencia los ejemplares capturados de 
talla no reglamentaria o aquellos cuya pesca no este 
autorizada. 
 

c) No devolver de forma inmediata a las 
aguas de procedencia los ejemplares cuya captura no 
se derive de la simple mordedura del cebo, sino de la 
trabazón del anzuelo o señuelo en cualquier parte del 
cuerpo del pez. 
 

d) Utilizar para la práctica de la pesca 
embarcaciones y otros aparatos de flotación fuera de 
las zonas en las que esté permitido hacerlo. 
 

e) Utilizar cebos no permitidos.  
 

f) No devolver de forma inmediata a las 
aguas de procedencia los ejemplares capturados en 
los tramos fluviales o masas de agua en los que sólo 
pueda practicarse la pesca de captura y suelta. 
 

g) Practicar la pesca de captura y suelta en 
los tramos fluviales o masas de agua en los que sólo 
pueda practicarse esta modalidad con incumplimiento 
de las condiciones que reglamentariamente se 
determinen para su práctica.  
 

h) Practicar la pesca de captura y suelta en 
aquellos cursos o masas de agua en los que esté 
prohibida la práctica de esta modalidad. 
 

i) Pescar sin licencia de pesca, salvo en el 
supuesto contemplado en el artículo 47.d de la Ley. 
 

j) Solicitar o poseer licencia de pesca sin 
haber cumplido la pena o sanción administrativa 
firmes que hubieran inhabilitado para la práctica de la 
pesca. 
 

k) Pescar en aguas acotadas sin permiso de 
pesca. 
 

l) Pescar en masas de agua o tramos 
fluviales que tengan la condición de aguas vedadas. 
 

m) Incumplir las prescripciones del Plan 
Regional de Ordenación Piscícola o de los Planes 
Técnicos de Pesca.  
 

n) Utilizar, o tener en las proximidades de los 
cursos o masas de agua sin causa razonablemente 
justificada, los instrumentos, artes y procedimientos 
prohibidos expresamente por el artículo 26, apartados 
c y e de la ley o aquellos que se prohíban específica-

mente por los instrumentos de planificación 
correspondientes. 
 

ñ) Practicar la pesca en los sitios o lugares 
expresamente prohibidos por el artículo 27 de la Ley. 
 

o) Pescar especies piscícolas en número que 
exceda del cupo máximo de captura. 
 

p) Devolver al agua los peces de talla 
reglamentaria en aquellos cursos o masas de agua en 
los que esté prohibido hacerlo. 
 

q) Pescar durante el período de veda. 
 

r) Pescar ejemplares de especies objeto de 
pesca en tramos o masas de aguas en que no esté 
autorizada su captura.  
 

s) Arrojar y verter basuras, desperdicios, y 
residuos de cualquier tipo, así como el abandono de 
objetos en los cursos fluviales y sus márgenes. 
 

t) Lavar vehículos, remolques, carros, 
cisternas y maquinaria en general en los cursos o 
masas de agua y en sus zonas de servidumbre. 
 

u) Entorpecer el libre paso de personas por 
las zonas de servidumbre de uso público establecidas 
en las márgenes de los cursos o masas de agua. 
 

v) Realizar cualesquiera de las actividades a 
las que se refiere el artículo 36.5 de la Ley, cuando 
generen un impacto negativo sobre las especies 
piscícolas o su hábitat, o entorpezcan la práctica de 
la pesca. 
 

x) Introducir especies piscícolas en el medio 
natural, salvo que puedan competir con las 
poblaciones piscícolas autóctonas, alterar su pureza 
genética o equilibrios ecológicos o su estado 
sanitario, en cuyo caso tendrá la calificación de falta 
muy grave. 
 

y) Tener y transportar piezas de pesca 
durante el período de veda. 
 
Artículo 49. Infracciones leves. 
 

Son infracciones administrativas leves: 
 

a) Pescar utilizando artes o medios no 
permitidos y que no se encuentren recogidos en el 
artículo 26 de la Ley. 
 

b) Pescar empleando un número superior al 
máximo autorizado de artes o medios de pesca 
permitidos o colocarlos sin respetar la distancia que 
debe haber entre ellos.  
 

c) Pescar sin respetar las distancias mínimas 
entre pescadores o la limitación temporal de la acción 
de pescar. 
 

d) Obtener o recolectar cebo natural cuando 
exista prohibición de hacerlo. 
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e) No portar durante la acción de pesca la 
licencia de pesca o el documento oficial acreditativo 
de identidad siendo tenedor de los mismos.  
 

f) No portar durante la acción de pesca en 
aguas acotadas el permiso de pesca correspondiente 
siendo tenedor del mismo. 
 

g) Pescar en período hábil fuera de los 
horarios autorizados o en día inhábil. 
 

h) Bañarse en los dispositivos de franqueo de 
obstáculos, escalas y pasos para peces. 
 

i) Emplear las aguas públicas como lugar de 
estancia de aves acuáticas en estado de domestici-
dad. 
 

j) No facilitar o suministrar a la Consejería 
competente la información y muestras que sean 
requeridas a las que se refiere el artículo 39.3 de la 
Ley. 
 

k) Incumplir las obligaciones, condiciones, 
limitaciones o prohibiciones establecidas en la 
presente Ley o su normativa de desarrollo, cuando no 
sea constitutivo de infracción grave o muy grave. 
 
Artículo 50. Prescripción de infracciones. 
 

1. Las infracciones tipificadas en la presente 
Ley prescriben a los tres años en el caso de las muy 
graves, a los dos años en el de las graves, y a los 
seis meses en el de las leves. 
 

2. El plazo de prescripción comenzará a 
contarse a partir del mismo día de comisión de la 
infracción. No obstante, cuando se tratare de 
infracciones continuadas, el día inicial del cómputo 
será la fecha de finalización de la actividad o la del 
último acto en que la infracción se consumare. 
Asimismo, cuando el hecho o actividad constitutivo 
de la infracción no pudieran ser conocidos por no 
manifestase externamente en el momento de 
comisión, el plazo de prescripción comenzará a 
computarse desde la aparición de signos externos 
que lo revelaren. 
 

CAPÍTULO III 
 

PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 
 
Artículo 51. Procedimiento sancionador y medidas 
cautelares. 
 

1. Serán de aplicación al procedimiento 
sancionador las reglas y principios contenidos en la 
legislación de régimen jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del procedimiento administrativo 
común. 
 

2. El plazo máximo para resolver y notificar 
será de un año. 
 

3. La Consejería competente, o los Agentes 
de la Autoridad, podrán adoptar las medidas 

provisionales que resulten necesarias para asegurar la 
eficacia de la resolución que pudiera recaer, el buen 
fin del procedimiento o evitar el mantenimiento del 
daño ocasionado por la actividad presuntamente 
infractora. 
 

4. Las medidas provisionales deberán ser 
proporcionales a los objetivos que en cada caso se 
pretendan conseguir y podrán consistir, entre otras, 
en la suspensión temporal de la actividad de pesca 
fluvial, la prestación de fianzas y el comiso de 
especies, armas, artes, medios o animales. 
 

5. Al inicio del procedimiento y de acuerdo 
con la legislación aplicable en cada caso, el órgano 
competente deberá ratificar, modificar o levantar 
tales medidas. Asimismo, podrá imponer nuevas 
medidas cautelares para asegurar la eficacia de la 
resolución final que pudiera recaer. 
 
Artículo 52. Acción pública. 
 

Será pública la acción para exigir ante la Ad-
ministración Pública la observancia de lo establecido en 
esta Ley y en las disposiciones que se dicten para su 
desarrollo y aplicación. 

 

CAPÍTULO IV 
 

SANCIONES 
 

Artículo 53. Descripción de sanciones. 
 

1. Las infracciones tipificadas en los 
artículos anteriores serán sancionadas con las 
siguientes multas: 
 

a) Las infracciones leves, con multa de 
sesenta (60) euros a trescientos (300) euros. 
 

b) Las infracciones graves, con multa de 
trescientos euros con un céntimo (300,01) a tres mil 
(3.000,00) euros. 
 

c) Las infracciones muy graves, con multa de 
tres mil euros con un céntimo (3.000,01) a sesenta 
mil (60.000,00) euros. 
 

2. La comisión de infracciones muy graves o 
graves podrá conllevar las siguientes medidas 
accesorias:  
 

a) Extinción de la autorización a la que se 
refieren los apartados 3 y 4 del artículo 43 y la 
disposición adicional primera de la presente Ley. 
 

b) Suspensión de la autorización prevista en 
el apartado anterior por plazo superior a un año e 
inferior a tres años. 
 

c) Pérdida de la licencia de pesca e 
inhabilitación para obtenerla por plazo superior a un 
año e inferior a cuatro años. 
 
Artículo 54. Comisos. 
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1. Toda infracción administrativa de la 
presente Ley llevará consigo el comiso de todos los 
ejemplares, vivos o muertos, que le fueren ocupados 
al infractor, así como de cuantas artes o medios le 
hubieren servido para cometer la infracción. 
 

2. En el caso de ocupación de peces vivos se 
procederá a su liberación si tuvieran posibilidad de 
sobrevivir, o, en caso contrario, se pondrán a 
disposición de la Consejería competente que les dará 
el destino que corresponda, recabando en todo caso, 
un recibo de entrega que se incorporará al procedi-
miento. 
 

3. Cuando las artes y medios de pesca sean 
de uso legal y el denunciado acreditare su posesión 
legal, el instructor, a petición del interesado, podrá 
acordar su devolución, previo pago del rescate que 
reglamentariamente se establezca. Cuando las artes y 
medios de pesca fueran de uso ilegal o el denunciado 
no acreditare su posesión legal, la Consejería 
competente procederá a su destrucción o enajena-
ción.  
 
Artículo 55. Criterios de graduación. 
 

1. La imposición de sanciones se graduará 
atendiendo a los siguientes criterios: intencionalidad, 
nocturnidad, situación de riesgo creada para personas 
y bienes, reincidencia, ánimo de lucro y cuantía del 
beneficio obtenido, volumen de medios ilícitos 
empleados, ostentación de cargo o función que 
obliguen a hacer cumplir los preceptos de esta Ley, 
colaboración del infractor con la Administración en el 
esclarecimiento de los hechos, afección cualitativa y 
cuantitativa y perjuicios causados a los recursos 
objeto de esta Ley e irreversibilidad del daño. 
 

2. A los efectos de lo dispuesto en el 
apartado anterior, se entiende por reincidencia la 
comisión en el plazo de dos años de una o más 
infracciones leves, la comisión en el plazo de tres 
años de dos o más infracciones graves, o la comisión 
en el plazo de tres años de dos o más infracciones 
muy graves, cuando las infracciones hubieran sido 
declaradas por resolución administrativa firme. 
 

3. La cuantía de la multa se impondrá en el 
grado máximo correspondiente a cada tipo de 
infracción cuando el beneficio económico del 
infractor fuera superior a la máxima sanción prevista 
para el tipo. Este criterio se entiende sin perjuicio de 
la obligación de restauración y de indemnización por 
los daños y perjuicios causados a que se refiere el 
artículo 62 de esta Ley. 
 
Artículo 56. Reconocimiento de responsabilidad o 
pago voluntario. 
 

1. Iniciado un procedimiento sancionador, si 
el infractor reconoce su responsabilidad, se podrá 
resolver el procedimiento, con la imposición de la 
sanción que proceda. 
 

2. Cuando la sanción tenga carácter 
pecuniario, el pago voluntario por el imputado de la 

sanción y en su caso de la correspondiente 
indemnización, en cualquier momento anterior a la 
resolución, podrá implicar la terminación del 
procedimiento sin perjuicio de la posibilidad de 
interponer los recursos procedentes.  
 

3. En los supuestos descritos en los 
apartados anteriores, el importe de las multas se 
reducirá en un treinta por ciento. Esta reducción no 
será aplicable cuando el infractor sea reincidente.  
 
Artículo 57. Participación en las infracciones. 
 

1. Existe responsabilidad solidaria cuando 
siendo varios los causantes de un daño, no sea posible 
determinar el grado de participación de cada uno de 
ellos. 

 
2. Las personas jurídicas serán sancionadas 

por las infracciones cometidas por sus órganos o 
agentes y asumirán el coste de las medidas de 
reparación del orden vulnerado. 
 

3. Los titulares de la patria potestad o de la 
custodia serán responsables respecto de los daños y 
perjuicios que causen los menores de edad o los 
incapacitados a su cargo. 
 
Artículo 58. Concurrencia de sanciones. 
 

1. Las sanciones que se impongan a los dis-
tintos responsables por una misma infracción tendrán 
entre sí carácter independiente. 
 

2. A los responsables de dos o más infrac-
ciones se les impondrán las sanciones correspondien-
tes a cada una de las diversas infracciones 
cometidas. 
 
Artículo 59. Competencia. 
 

1. La competencia para la incoación de los 
expedientes sancionadores en relación a la presente 
Ley corresponde en todo caso al Director General de 
Montes y Conservación de la Naturaleza. 
 

2. La competencia para la imposición de las 
sanciones previstas en esta Ley corresponderá: 
 

a) Al Director General de Montes y 
Conservación de la Naturaleza de la Consejería de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, para las sanciones 
por infracciones leves y graves. 
 

b) Al Consejero de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, para las sanciones por infracciones muy 
graves. 
 
Artículo 60. Prescripción de sanciones. 
 

Las sanciones impuestas por infracciones 
muy graves prescribirán a los tres años, las 
impuestas por infracciones graves a los dos años, y 
las impuestas por infracciones leves al año. 
 
Artículo 61. Multas coercitivas. 
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1. Para conseguir el cumplimiento de las 
resoluciones adoptadas en los procedimientos 
previstos en el presente título, podrán imponerse 
multas coercitivas, que serán independientes y 
compatibles con las que pudieran imponerse en 
concepto de sanción.  
 

2. Las multas coercitivas podrán ser 
reiteradas por lapsos de tiempo no inferior a un mes y 
la cuantía de cada una de ellas no podrá exceder de 
dos mil euros. Esa cuantía se fijará teniendo en 
cuenta los criterios siguientes: el retraso en el 
cumplimiento de la obligación de reparar, la 
existencia de intencionalidad o reiteración en el 
incumplimiento de las obligaciones y la naturaleza de 
los perjuicios causados. En caso de impago por el 
obligado, las multas coercitivas serán exigibles por 
vía de apremio una vez transcurridos treinta días 
hábiles desde su notificación. 
 

CAPÍTULO V 
 

RESTAURACIÓN E INDEMNIZACIÓN 
 
Artículo 62. Obligaciones de restauración y de 
indemnización de daños y perjuicios. 
 

1. La imposición de sanciones será 
compatible con la exigencia al infractor de reponer la 
situación alterada a su estado original, así como con 
indemnizar los daños y perjuicios causados. 
 

2. La valoración de las especies piscícolas, a 
efectos de indemnización de daños, se determinará 
en la Orden Anual de Pesca. 
 

CAPÍTULO VI 
 

REGISTRO DE INFRACTORES 
 
Artículo 63. Registro Regional de Infractores de 
Pesca Continental. 
 

1. Dependiente de la Consejería competente 
se crea el Registro Regional de Infractores de Pesca 
Continental en el que se inscribirán de oficio todas las 
personas que hayan sido sancionadas por resolución 
firme como consecuencia del ejercicio del procedi-
miento de la potestad sancionadora prevista en la 
presente Ley.  
 

2. En el Registro deberán figurar los datos 
del sancionado, el tipo de infracción y su calificación, 
fecha de la resolución sancionadora, las sanciones 
impuestas y otras medidas adoptadas. 
 

3. Las inscripciones y variaciones que se 
produzcan en los asientos del Registro serán 
remitidos al Registro Nacional de Infractores de Caza 
y Pesca. 
 

4. Los infractores que hayan extinguido su 
responsabilidad tendrán derecho a la cancelación de 
sus antecedentes y a ser dados de baja de oficio en 
el Registro Regional de Infractores, una vez 
transcurrido el plazo de dos años para las infraccio-

nes leves y el de cinco años para las infracciones 
graves o muy graves.  
 

5. La Consejería competente puede acordar 
mecanismos de coordinación con otras Comunidades 
Autónomas para la efectividad del Registro de 
Infractores, en términos de reciprocidad. 
 

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. De la pesca en 
aguas de titularidad privada. 
 

La pesca en aguas que sean de titularidad 
privada de conformidad con lo dispuesto en la 
legislación de aguas sólo podrá realizarse por su 
titular o por las personas que éste autorice, previa 
autorización de la Consejería competente. Dicha 
autorización se entenderá concedida con la 
aprobación de un plan técnico justificativo de la 
cuantía y modalidades de captura, con sujeción a las 
reglas contenidas en la presente Ley y disposiciones 
de desarrollo.  
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Límites de las 
aguas continentales en determinados ríos de 
Cantabria. 
 

Río Deva. Puente de la antigua carretera 
nacional N-634 en Unquera. 
 

Río Nansa. Puente de La Barca, en la 
carretera autonómica CA-181 en Pesués. 
 

Río Escudo. Puente de la autovía A-8 en 
Abaño. 
 

Río Saja. Puente de la carretera autonómica 
CA-919 en Barreda. 
 

Río Pas. Puente de Oruña en la antigua 
carretera nacional N-611. 
 

Río Miera. Confluencia del río Pontones con 
el Miera. 
 

Río Campiazo. Puente de Solorga en San 
Miguel de Meruelo. 
 

Río Asón. Puente de la carretera autonómica 
CA-257 en Limpias. 
 

Río Agüera. Puente de Lendagua en Guriezo. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Actualización 
de cuantías. 
 

El Gobierno de Cantabria actualizará 
periódicamente la cuantía de las sanciones y multas 
coercitivas previstas en el articulado de la presente 
Ley, con arreglo al incremento que haya sufrido el 
Índice de Precios al Consumo. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. 
 

La prohibición del artículo 45 no será de apli-
cación en el caso del "campanu", o primer salmón 
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capturado en Cantabria. 
 
Se considerarán igualmente "campanus" al 

mismo efecto de no aplicación del artículo 45 los otros 
primeros salmones capturados en el resto de los ríos. 
 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. Obligaciones 
de los titulares de aprovechamientos hidráulicos. 
 

1. Las obligaciones que en la presente Ley se 
imponen a los titulares de aprovechamientos 
hidráulicos, en beneficio de la conservación del 
hábitat y de las especies piscícolas, lo serán respecto 
de los títulos de intervención administrativa que se 
otorguen por la Administración competente en 
materia de aguas con posterioridad a la entrada en 
vigor de esta Ley.  
 

2. Los titulares de aprovechamientos 
hidráulicos con título administrativo vigente a la 
entrada en vigor de esta Ley estarán sujetos a las 
obligaciones contenidas en la Ley de 20 de febrero de 
1942 por la que se regula el fomento y conservación 
de la Pesca Fluvial, el Decreto de 6 de abril de 1943 
por el que se aprueba el Reglamento para la ejecución 
de la Ley de Pesca Fluvial de 20 de febrero de 1942, 
de conformidad con lo dispuesto en la legislación de 
aguas.  
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. Derogación 
normativa. 
 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de 
igual o inferior rango se opongan o contradigan lo 
dispuesto en esta Ley. En particular, quedan 
derogados los arts. 54 a 57 de la Ley de Cantabria 
3/1992, de 18 de marzo, de protección de los 
animales. 
 

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Habilitación 
reglamentaria. 
 

Se faculta al Gobierno de Cantabria para el 
desarrollo reglamentario de las disposiciones de la 
presente Ley. 
 
DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Entrada en vigor. 
 

La presente Ley entrará en vigor al día 
siguiente a su publicación en el Boletín Oficial de 
Cantabria. 
 

ANEXO 
 
RELACIÓN DE ESPECIES OBJETO DE PESCA 
 
PECES 
 
Sábalo y Alosa (Alosa spp.) 
 
Anguila (Anguilla anguilla)  
 
Trucha arco iris (Oncorhynchus mykiss) 

Salmón atlántico (Salmo salar) 
 
Trucha común y Reo (Salmo trutta) 
 
Barbo (Barbus spp.) 
 
Carpín (Carassius auratus) 
 
Carpa (Cyprinus carpio) 
 
Gobio (Gobio gobio) 
 
Cacho o Bordallo (Leuciscus carolitertii) 
 
Piscardo (Phoxinus phoxinus) 
 
Black bass (Micropterus salmoides) 
 
Lubina (Dicentrarchus labrax) 
 
Platija o Solla (Platichthys flesus) 
 
Múgil (Mugil spp.) 
 
Lisa (Liza spp.) 
 
Corcón (Chelon spp.) 
 
CRUSTÁCEOS 
 
Cangrejo señal (Pacifastacus leniusculus) 
 
Cangrejo rojo (Procambarus clarkii).” 
 

------------ 
 

COOPERACIÓN INTERNACIONAL AL DESA-
RROLLO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE CANTABRIA. 

 
[6L/1000-0032] 
 

Aprobación por el Pleno. 
 

PRESIDENCIA

El Pleno del Parlamento de Cantabria, en su 
sesión del día 26 de marzo de 2007, ha aprobado el 
Proyecto de Ley de Cooperación Internacional al 
desarrollo de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 
número 6L/1000-0032, según el texto que se inserta 
a continuación. 
 

Lo que se publica para general conocimiento, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93.1 
del Reglamento de la Cámara. 
 

Santander, 3 de abril de 2007 
 
El Presidente del Parlamento de Cantabria, 
 
Fdo.: Miguel Ángel Palacio García. 
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“LEY DE CANTABRIA DE COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL AL DESARROLLO. 
 

PREÁMBULO 
 

I

De todos es conocida la situación que 
padece la mayoría de la humanidad. La dramática 
realidad nos muestra día a día la persistencia de 
viejos conflictos y la aparición de otros nuevos, si 
cabe, aún más crueles, que hunden sus raíces en la 
negación de los derechos humanos a grandes 
sectores de la población mundial y en las abismales 
desigualdades económicas y sociales, tanto entre 
países como en el interior de éstos, agravadas por el 
peso asfixiante de la injusta deuda externa y el rápido 
avance de un proceso de globalización desequilibra-
do. 
 

Los recursos disponibles para satisfacer las 
necesidades de todas las personas que habitan el 
planeta, aunque suficientes, son limitados, por lo que 
se hace indispensable una distribución equitativa y un 
uso racional de los mismos. Los modelos de 
desarrollo y consumo actuales, lejos de ayudar, 
dificultan la consecución de un desarrollo sostenible, 
se construyen en función de unos pocos, y se 
extrapolan al resto. 
 

La sociedad cántabra constituida como una 
sociedad democrática, madura y sana no puede 
permanecer ajena a los problemas del conjunto de los 
seres humanos, y como tal asume su responsabilidad 
en la búsqueda de soluciones en la construcción de 
un mundo más justo y solidario. Los valores de paz, 
libertad, equidad, justicia y dignidad humana merecen 
ser difundidos y apoyados por medio de las iniciativas 
de cooperación para el desarrollo y solidaridad 
realizadas desde Cantabria. 
 

Estas escandalosas diferencias en los niveles 
de desarrollo económico y social entre los países 
industrializados y empobrecidos vienen a reforzar la 
idea de abordar la lucha contra el subdesarrollo de 
manera decidida, ya que sus consecuencias son 
potencialmente catastróficas para el conjunto de la 
humanidad. 
 

En este sentido, la Comunidad Autónoma de 
Cantabria quiere reflejar en esta Ley su voluntad y 
compromiso de contribuir al desarrollo de los países 
empobrecidos, en la búsqueda de alcanzar el 
cumplimiento de los compromisos asumidos por los 
países desarrollados, en el marco de las Naciones 
Unidas, garantizando que cada año se destine un 
mínimo un 0,7% de los fondos propios de los 
presupuestos de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria para ayuda al desarrollo de las poblaciones 
más desfavorecidas.  
 

A la vez, se pretende impulsar el compromi-
so de la sociedad cántabra en la mejora de la calidad, 
la eficiencia y la transparencia en la cooperación para 
el desarrollo, en el convencimiento de que una 
política solidaria es el instrumento más eficaz de paz 

y democratización, tanto en los países receptores de 
ayuda, como en nuestras sociedades, que toman 
conciencia del verdadero origen de los problemas y 
profundizan en el análisis de los motivos que 
provocan las desigualdades, consiguiéndose así la 
promoción de un sistema de valores que permitan 
construir unas sociedades más justas, equilibradas y 
solidarias.  
 

Es también necesario reconocer que, con el 
paso del tiempo, la estructura de la comunidad 
internacional se ha hecho más compleja y diversifica-
da y, por ende, la lucha contra la pobreza ya no es 
ámbito exclusivo de los Estados sino que va 
incorporando la acción de las Administraciones 
Públicas Autonómicas y Locales. El resultado de esta 
tendencia es una cooperación al desarrollo 
conformada por la experiencia y la potencialidad de 
una pluralidad de actores, tanto gubernamentales 
como de la sociedad civil. 
 

La cooperación internacional para el 
desarrollo realizada en Cantabria tiene sus primeros 
referentes en el movimiento ciudadano y en la acción 
de las ONGD, que, desde muy pronto, comienzan su 
actividad en busca de una mayor equidad y justicia 
en el mundo, trascendiendo el ámbito local, 
conscientes de la responsabilidad de todos ante la 
situación de violencia, pobreza e injusticia en que 
vive la mayoría de la humanidad. En consecuencia el 
modelo de cooperación internacional para el 
desarrollo de que se dota la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, recoge esta trayectoria histórica y, 
basándose en la experiencia adquirida y en 
consonancia con la presente realidad social, concibe 
la intervención pública en esta materia como algo 
fundamental e impulsora de las iniciativas sociales de 
los agentes de cooperación y, en especial, de las 
ONGD, junto con las cuales, se construirá una 
política de cooperación internacional para el 
desarrollo adaptada a nuestra realidad, en una 
dinámica de colaboración, cooperación y concerta-
ción entre las iniciativas sociales y la de las 
Administraciones Públicas en especial la que juegan 
las Administraciones Locales. 
 

La cooperación internacional para el 
desarrollo formulada por la Comunidad Autónoma de 
Cantabria se enmarca dentro de la denominada 
cooperación descentralizada o, lo que es lo mismo, la 
realizada fundamentalmente por las comunidades 
autónomas y desde hace muchos años por los 
ayuntamientos españoles. Esta cooperación ha 
sufrido una extraordinaria evolución cuantitativa y 
cualitativa en los últimos años, con una implicación 
cada vez mayor de las instituciones, en especial la de 
los municipios que junto con las comunidades 
autónomas, fruto del alto grado de autogobierno 
logrado, y de la creciente toma de conciencia de la 
ciudadanía, que mediante la acción de las ONGD han 
impulsado iniciativas cívicas en demanda de un 
mayor compromiso para erradicar la pobreza, 
contribuyendo al progreso económico y social de los 
países empobrecidos. 
 

Esta cooperación descentralizada es seña de 
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identidad y valor en alza de la cooperación española 
dentro del mundo de la cooperación internacional y, 
por su proximidad, ha sido calificada por el Comité de 
Ayuda al Desarrollo (CAD) como fuente de inspiración 
para otros donantes, canaliza los sentimientos de 
compromiso, solidaridad y justicia de la ciudadanía 
con las poblaciones de los países empobrecidos, en 
demanda de un mundo diferente y unas relaciones 
internacionales más justas. 
 

Esta cooperación descentralizada presenta 
claras diferencias respecto a los sistemas bilaterales y 
multilaterales de los Estados, que la hacen poseer un 
valor añadido respecto a otras formas de coopera-
ción. Entre estas diferencias positivas se pueden 
destacar: 
 

- La participación activa de todos los actores 
y agentes de desarrollo. 
 

- La búsqueda de una concertación y de una 
complementariedad entre los diferentes actores. 
 

- La prioridad dada al refuerzo de las 
capacidades y al desarrollo institucional. 
 

- Una gestión descentralizada ágil y eficaz 
basada en el principio de subsidiariedad, próxima a la 
ciudadanía y capaz de lograr una mayor implicación y 
motivación de ésta, tanto del Norte como del Sur. 
 

- Menor condicionamiento internacional y 
sometimiento a las políticas comerciales y a los 
intereses económicos de los estados. 
 

La política de cooperación internacional para 
el desarrollo realizada desde Cantabria toma como 
referente los dos documentos del Comité de Ayuda al 
Desarrollo (CAD) y la Declaración presentada en 
Ginebra en junio de 2000 en la Cumbre Copenhague 
+ 5, que conformaron lo que se ha venido a 
denominar la Estrategia de Asociación para el 
Desarrollo, que define los grandes objetivos a cumplir 
por todos los países en relación con el desarrollo, así 
como los métodos y los instrumentos para 
alcanzarlos. Una de las principales novedades de este 
enfoque, consiste en que los objetivos de ayuda al 
desarrollo se fijan en función de resultados a obtener 
en los países receptores antes del año 2015, para lo 
cual se identifica una serie de indicadores clave, que 
permiten valorar y medir los resultados alcanzados. 
Estos objetivos, denominados Objetivos de Desarrollo 
del Milenio, son los que han conformado la Agenda 
de Desarrollo del Milenio, una oportunidad de crear 
un consenso internacional sobre cómo reducir la 
pobreza en el mundo en una especie de "agenda 
social mundial", que trate de contrarrestar los efectos 
nocivos de la globalización y donde tanto las 
instituciones públicas y privadas, así como los 
ciudadanos, que creen en el progreso, no deben dejar 
de apoyar. Estos ocho objetivos, con su horizonte 
temporal del 2015 como referente, proponen 
resultados concretos a alcanzar como reducir a la 
mitad del número de personas con ingresos menores 
a un dólar diario y a la mitad a las personas que 
padecen hambre; conseguir también la educación 

primaria universal y reducir en dos tercios la 
mortalidad materna e infantil entre otros.  
 

También se toma como referencia, dentro 
del ámbito europeo, el Título XX, de la Tercera Parte 
del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea 
(cooperación al desarrollo), que fija como metas el 
desarrollo económico y social duradero de los países 
en proceso de desarrollo y, particularmente, de los 
más desfavorecidos, su inserción armoniosa y 
progresiva en la economía mundial, la lucha contra la 
pobreza en esos países y la consolidación de la 
democracia. De este marco se derivó, en los años 90, 
el concepto de cooperación descentralizada entendida 
como una estrategia de cooperación fundamentada 
en la participación de agentes, el diálogo público-
privado y el principio de subsidiariedad. 
 

El referente en España es la exposición de 
motivos de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de 
cooperación internacional para el desarrollo, donde se 
señala que "la política española de cooperación para 
el desarrollo tiene básicamente su origen en la 
declaración contenida en el preámbulo de la 
Constitución de 1978, en la que la nación española 
proclama su voluntad de colaborar en el fortaleci-
miento de unas relaciones pacíficas y de eficaz 
cooperación entre todos los pueblos de la Tierra (...); 
dicha política constituye un aspecto fundamental de 
la acción exterior de los estados democráticos en 
relación con aquellos países que no han alcanzado el 
mismo nivel de desarrollo, basada en una concepción 
interdependiente y solidaria de la sociedad internacio-
nal y de las relaciones que en ella se desarrollan". 
 

La Ley 23/1998, de 7 de julio, de coopera-
ción internacional para el desarrollo, establece las 
bases que han de regular la acción de la cooperación 
realizada desde las comunidades autónomas y las 
entidades locales, atendiendo a los principios de 
autonomía presupuestaria y autorresponsabilidad en 
su desarrollo y ejecución. 
 

Esta política es, a su vez, el signo de una 
voluntad por contribuir de forma cada vez más 
sistemática y organizada al progreso y desarrollo 
humano de las poblaciones más necesitadas hacia 
unas condiciones de vida que favorezcan la dignidad 
de la persona. 
 

En la actualidad, la normativa aplicable a 
este ámbito en la Comunidad Autónoma de Cantabria 
se encuentra dispersa en diferentes textos legales, 
como son el Decreto 28/2005, de 17 de marzo, por 
el que se regula la cooperación para el desarrollo y la 
solidaridad con los países empobrecidos, el Decreto 
55/2003, de 11 de julio, de competencias, por el que 
la Consejería de Relaciones Institucionales y Asuntos 
Europeos asume las atribuciones en materia de 
Cooperación al Desarrollo, la regulación anual que 
realiza la correspondiente Ley de Presupuestos 
Generales de la Comunidad Autónoma y las órdenes 
anuales de convocatoria de subvenciones. 
 

Es, pues, necesario que todo texto legal que 
venga a regular la práctica de la cooperación 
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internacional para el desarrollo tenga como referente 
de acción unos lineamientos estratégicos concretos y 
precisos que actúen como motor del accionar de las 
políticas públicas de las administraciones en el ámbito 
tanto estatal, como subestatal. El referente 
estratégico de los próximos años, en materia de 
cooperación, es el Plan Director de la cooperación 
española 2005-2008. Además, con ello se pretende 
contribuir, al mismo tiempo, a definir una agenda 
común que busque las complementariedades y evite 
los negativos solapamientos que la descoordinación y 
la falta de consenso que han caracterizado el 
panorama español de la cooperación internacional al 
desarrollo autonómica y local hasta estos últimos 
años. 
 

En consecuencia, con todo ello, se hace 
preciso contar con una norma que vertebre y unifique 
el conglomerado de principios, actores y medios de 
esta cooperación, objeto básico de esta Ley. 
 

II 
 

La presente Ley de Cooperación Internacio-
nal al Desarrollo de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria se estructura en seis capítulos, cinco 
disposiciones adicionales, una disposición derogatoria 
única y tres disposiciones finales. 
 

El capítulo primero regula el objeto, el ámbito 
de aplicación, y los principios rectores de la política 
de cooperación al desarrollo de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, así como sus objetivos y 
áreas de actuación preferente. 
 

El capítulo segundo aborda la planificación, 
incluyendo los instrumentos y modalidades de la 
ayuda, además de incorporar la necesaria adopción 
de los sistemas de evaluación, seguimiento y control 
de las acciones y proyectos de cooperación para el 
desarrollo, así como instrumentos que midan el 
impacto real, la eficacia en el cumplimiento de 
objetivos definidos y la sostenibilidad de las acciones 
en la sociedad receptora. 
 

El capítulo tercero aborda la regulación de 
los órganos competentes en la política de coopera-
ción internacional al desarrollo en la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. En su Sección Primera, se 
recogen los órganos rectores de la cooperación para 
el desarrollo (Parlamento de Cantabria y Gobierno), en 
la Sección Segunda, los órganos ejecutivos (la 
Consejería y el órgano directivo competentes en 
materia de cooperación internacional al desarrollo) y, 
en la Sección Tercera, los órganos de coordinación y 
consulta en materia de cooperación al desarrollo 
(Consejo Cántabro de Cooperación Internacional al 
Desarrollo), y el órgano de coordinación de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria (Comisión de 
cooperación al desarrollo). 
 

El capítulo cuarto regula la participación 
social en la cooperación Internacional al desarrollo. 
 

El capítulo quinto recoge los recursos 
humanos y materiales que la Comunidad Autónoma 

pone al servicio de la Cooperación Internacional. 
 

El capítulo sexto, se dedica a la promoción 
de la educación y sensibilización de la sociedad 
cántabra en materia de cooperación para el 
desarrollo. 
 

La Ley se cierra con cinco disposiciones 
adicionales, una disposición derogatoria única y tres 
disposiciones finales. 
 

CAPÍTULO I 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

Artículo 1. Objeto.

1. Esta Ley tiene por objeto regular el régi-
men jurídico de la política de cooperación internacio-
nal al desarrollo de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria.  
 

2. A los efectos de esta Ley, se entiende por 
política de cooperación al desarrollo el conjunto de 
actuaciones, iniciativas, capacidades y recursos que 
se ponen  al servicio de los pueblos más desfavoreci-
dos, con la finalidad de contribuir a la erradicación de 
la pobreza, propiciar su desarrollo integral, mejorar las 
condiciones de vida de sus habitantes y defender los 
derechos fundamentales de las personas, fomentando 
un desarrollo humano solidario y estable que incluye 
mayores cuotas de libertad y un desarrollo económico 
y social sostenible y equitativo. 
 

3. Al mismo tiempo, esta Ley pretende inspi-
rar las acciones de cooperación para el desarrollo, 
impulsadas por cualquier institución pública o privada 
de Cantabria, y promover la sensibilización de la 
ciudadanía hacia este tipo de acciones. 
 
Artículo 2. Ámbito de aplicación. 
 

1. La Ley se aplica, respetando los 
principios, los objetivos y las prioridades de la política 
española que establece la Ley 23/1998, de 7 de julio, 
de cooperación internacional para el desarrollo, a la 
actividad de cooperación internacional al desarrollo y 
solidaridad realizada dentro o fuera del territorio de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria por las diferentes 
organizaciones, entidades, agentes sociales de 
cooperación y administraciones públicas de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, dirigidas a la 
realización de los objetivos establecidos en la 
presente Ley.  
 

2. Los recursos que se destinen tendrán la 
consideración de Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) 
siempre que cumplan los requisitos marcados por el 
Comité de Ayuda al Desarrollo de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE). 
 
Artículo 3. Objetivos. 
 

La política de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria en materia de cooperación internacional al 
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desarrollo tiene que conseguir los objetivos 
siguientes: 
 

a) Promover la sensibilización de las 
instituciones de cara a una aproximación progresiva 
del porcentaje que las respectivas entidades públicas 
destinan a políticas de cooperación al mínimo ético 
del 0,7% de los recursos propios. 
 

b) Reducir los desequilibrios económicos y 
sociales hasta erradicar la pobreza. 
 

c) Favorecer el acceso efectivo de las 
personas a los bienes y servicios para satisfacer las 
necesidades humanas básicas. 
 

d) Contribuir a la consolidación de la 
democracia a través del fortalecimiento del Estado de 
Derecho, la descentralización político-administrativa y 
la promoción de la sociedad civil en los países 
destinatarios de la ayuda. 
 

e) Dar apoyo a los países beneficiarios para 
que, dentro de un marco democrático y de 
participación de las comunidades afectadas, consigan 
un desarrollo humano, integral y sostenible a partir de 
sus propias capacidades, que sea respetuoso con el 
medio natural y que movilice los recursos endógenos. 
 

f) Atender o prevenir las situaciones de 
vulnerabilidad y emergencia de los países más 
empobrecidos y contribuir a preservar la vida de los 
individuos y de las poblaciones más vulnerables. 
 

g) La promoción de la educación y la 
formación, especialmente en los niveles básicos y 
profesionales, y también el acceso al conocimiento 
científico y tecnológico. 
 

h) Mejorar las capacidades de las personas y 
las organizaciones en los países empobrecidos. 
 

i) Fortalecer la estructura productiva y el 
tejido asociativo en los países beneficiarios para 
favorecer su desarrollo no dependiente y sostenible. 
 

j) Contribuir a un mayor equilibrio de las 
relaciones comerciales, políticas y estratégicas en la 
comunidad internacional. 
 

k) Sensibilizar, investigar e informar a la 
sociedad cántabra sobre la situación desfavorecida 
que padecen los pueblos y grupos sociales.  
 

l) Impulsar y promover la participación 
ciudadana en las acciones de cooperación. 
 
Artículo 4. Principios.  
 

La política en materia de cooperación 
internacional al desarrollo se fundamenta en los 
siguientes principios: 
 

a) El reconocimiento del ser humano en su 
dimensión individual y colectiva como protagonista y 
destinatario último de la cooperación internacional y 

de la solidaridad. 
 

b) La consecución de un desarrollo humano 
sostenible y global, integrador de las dimensiones 
democrática, económica, social y medioambiental, y 
con respeto a la equidad de género. 
 

c) La defensa y promoción de los derechos 
humanos, la paz y las libertades fundamentales. 
 

d) El respeto a las estrategias de desarrollo 
social y a las estructuras políticas que los pueblos 
hayan adoptado, siempre que éstos contribuyan a la 
estabilidad democrática y a la justicia social. 
 

e) El reconocimiento de los derechos de los 
pueblos a la defensa y a la promoción de su propia 
cultura, lengua e identidad. 
 

f) El fortalecimiento y el arraigo de la 
convivencia pacífica y democrática y el diálogo entre 
personas, pueblos y culturas como forma para la 
prevención y resolución de conflictos sociales y de 
sus causas. 
 

g) La contribución a un reparto más justo y 
equitativo de los frutos del crecimiento económico y 
del desarrollo social. 
 

h) El fomento y la promoción de la economía 
solidaria y el consumo responsable. 
 

i) El respeto al principio de coherencia de 
forma que todas las políticas que se desarrollen en 
Cantabria se orienten de acuerdo con los principios y 
objetivos de la cooperación internacional al desarrollo. 
 

j) La búsqueda de unas relaciones 
comerciales más justas que faciliten la cancelación de 
la deuda con los países empobrecidos. 
 

k) La presencia y el compromiso activo en la 
exposición de las verdaderas causas y soluciones del 
empobrecimiento y en la petición a los poderes 
públicos correspondientes de la adopción de medidas 
que sean más eficaces para conseguir el gradual 
progreso de los países menos desarrollados. 
 

l) La no discriminación de los destinatarios 
por razones de sexo, edad, raza, cultura, ideología 
política, extracción social, creencias religiosas o 
discapacidades físicas o psíquicas. 
 
Artículo 5. Criterios.  
 

Los criterios que rigen las políticas públicas 
de cooperación internacional al desarrollo en la 
Comunidad Autónoma de Cantabria son los 
siguientes: 
 

a) La coordinación y la complementariedad 
entre las administraciones públicas, y entre éstas y 
las iniciativas solidarias de cooperación al desarrollo 
de la sociedad civil de Cantabria. 
 

b) La coherencia de todas las actuaciones de 



Página 6726  4 de abril de 2007  BOPCA núm. 576 

las administraciones públicas con los valores y las 
finalidades que establece esta Ley. 
 

c) La planificación de la actividad pública, 
con participación de la iniciativa social. 
 

d) La coordinación de toda la actividad del 
Gobierno de Cantabria dentro del ámbito de la 
cooperación. 
 

e) La eficacia, la eficiencia y la responsabili-
dad en la planificación, la ejecución, el seguimiento y 
la evaluación de los programas y proyectos de 
cooperación al desarrollo. 
 

f) La transparencia en la información, en la 
financiación y en la participación de los agentes de 
cooperación en este ámbito de la actividad pública. 
 

g) La concertación y la corresponsabilidad 
entre donantes y personas receptoras en la aplicación 
de los recursos destinados a la cooperación al 
desarrollo. 
 

h) El respeto a las líneas básicas de la acción 
exterior definidas por la Administración del Estado. 
 

i) El respeto y el fomento de la independen-
cia e imparcialidad de las Organizaciones No 
Gubernamentales de Desarrollo, el Fondo Cantabria 
Coopera, los agentes de cooperación y otras 
instituciones humanitarias en la ejecución de los 
programas y proyectos de cooperación y desarrollo. 
 

j) La gratuidad de las acciones de coopera-
ción a favor de los pueblos más desfavorecidos, que 
no pueden estar orientadas, ni directa ni indirecta-
mente, a la recepción de contraprestaciones 
económicas de los donantes. 
 

Artículo 6. Prioridades. 
 

La actividad de cooperación internacional al 
desarrollo que lleva a cabo la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria se articula en 
torno a tres ejes de prioridades: 
 

a) Geográficas, orientadas a los países y a 
las regiones que son objeto preferente de atención. 
 

b) Sectoriales, dirigidas a determinados 
ámbitos de actuación preferentes. 
 

c) Transversales, que delimitan estrategias 
horizontales preferentes que informan, en general, 
sobre todas las actividades de cooperación, sea cual 
sea el ámbito geográfico, sectorial o social en el cual 
éstas se desarrollan. 
 

Artículo 7. Prioridades geográficas. 
 

1. La cooperación al desarrollo asume una 
concepción mundialista de la misma, aunque se 
priorizarán actuaciones en los países y regiones con 

más altos índices de pobreza. 
 

2. En cuanto a las prioridades geográficas se 
atenderá de manera preferente a: 
 

a) Los países y territorios en desarrollo que 
figuren en la lista elaborada por el Comité de Ayuda 
al Desarrollo de la OCDE (Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico). 
 

b) Los países con los que existen relaciones 
de tipo histórico, cultural o lingüístico, o de los 
cuales, en la actualidad, la Comunidad Autónoma de 
Cantabria es receptora de inmigración. 
 

Artículo 8. Prioridades sectoriales. 
 

1. Los sectores de actuación preferentes en 
los países receptores de las actuaciones de 
cooperación internacional al desarrollo son los 
siguientes: 
 

a) Los servicios sociales básicos y, en 
especial, la salud, la vivienda, la seguridad alimentaria 
y el abastecimiento y el saneamiento de aguas. 
 

b) La educación y la capacitación de 
recursos humanos. 
 

c) El desarrollo científico y tecnológico 
dirigido a aumentar las capacidades locales. 
 

d) La protección y mejora de la calidad del 
medio ambiente, respetando la biodiversidad y la 
conservación y la utilización razonable y sostenible de 
los recursos naturales. 
 

e) La defensa, la promoción, la conciencia-
ción y la divulgación de los derechos humanos, 
igualdad de oportunidades, promoción de la mujer y 
defensa de los grupos de población más vulnerables, 
con especial atención a la infancia y juventud, así 
como, la erradicación de la explotación infantil. 
 

f) La prevención de conflictos y la 
construcción de la paz. 
 

g) El fortalecimiento de las estructuras 
democráticas y de participación social. 
 

h) La dotación, la mejora y la ampliación de 
las infraestructuras, y también el desarrollo de la base 
productiva, en particular de las pequeñas y medianas 
empresas, en las empresas de economía social y en 
todas las dirigidas a crear ocupación en los sectores 
sociales más desfavorecidos. 
 

i) Respeto y promoción de la identidad 
cultural de los pueblos de forma que se favorezca el 
desarrollo propio de los pueblos indígenas y las 
minorías étnicas amenazadas. 
 

j) La población de los países en conflictos bé-
licos, desplazada y refugiada, y también aquella en 
proceso de retorno o de volver a asentarse y 
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reintegrarse. 
 

2. En relación con la sensibilización y la 
educación para el desarrollo, tienen prioridad las 
acciones encaminadas a: 
 

a) Concienciar a la opinión pública en materia 
de cooperación internacional al desarrollo. 
 

b) Difundir en los ámbitos educativos el 
conocimiento de la realidad de los países empobreci-
dos y de la inmigración. 
 

c) Potenciar la implantación de la Educación 
para el desarrollo en el ámbito educativo formal y no 
formal. 
 

d) Fomentar la investigación sobre la realidad 
de los países en vías de desarrollo, la inmigración y la 
cooperación internacional al desarrollo, con el fin de 
fortalecer y abrir nuevas vías. 
 

e) Potenciar a los agentes de cooperación 
radicados en la Comunidad Autónoma de Cantabria 
con la finalidad de crear una red de solidaridad en el 
ámbito autonómico. 
 

f) Promover la reflexión sobre el coodesarro-
llo y su valor estratégico en el marco de las 
relaciones entre países receptores y sociedades de 
origen de la inmigración. 
 

g) Promover la educación para la paz y el 
respeto de los derechos humanos. 
 

h) Difundir y potenciar la economía solidaria 
y el consumo responsable. 
 

i) Fomentar la formación técnica de los 
agentes de cooperación internacional al desarrollo. 
 
Artículo 9. Prioridades transversales. 
 

La actividad de cooperación internacional al 
desarrollo que lleva a cabo la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria se concentra y 
focaliza en las estrategias transversales siguientes: 
 

a) Lucha contra la pobreza y sus causas. 
 

b) Defensa de los Derechos Humanos. 
 

c) Equidad de género. 
 

d) La sostenibilidad medioambiental. 
 

e) Respeto a la diversidad cultural. 
 

CAPÍTULO II 
 
PLANIFICACIÓN, MODALIDADES E INSTRUMENTOS 

DE LA EVALUACIÓN, SEGUIMIENTO Y COORDI-
NACIÓN 

DE LAS POLÍTICAS DE COOPERACIÓN 
 

Artículo 10. Planificación de la cooperación 
internacional al desarrollo. 
 

La política de cooperación internacional al 
desarrollo de la Comunidad Autónoma de Cantabria 
se articulará a través de los planes directores y de los 
planes anuales o bianuales. 
 
Artículo 11. El Plan Director. 
 

1. El Plan Director, establecerá las líneas 
generales y las directrices básicas de la política de 
cooperación internacional al desarrollo de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

2. Este plan tiene que desarrollar los 
objetivos y concretar las prioridades que se señalan 
en los artículos 3 a 9 de esta Ley, y también los 
recursos presupuestarios indicativos, que orientan las 
actuaciones de la Comunidad Autónoma de Cantabria 
en materia de cooperación internacional al desarrollo 
durante su período de vigencia. 
 

3. El Plan Director indicará las líneas de 
coordinación, colaboración o cooperación con otros 
agentes, públicos o privados, bilaterales o multilatera-
les, que sean necesarios o convenientes para alcanzar 
los objetivos estratégicos de la cooperación al 
desarrollo de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

4. La formulación del proyecto del Plan 
Director corresponde a la Consejería competente en 
materia de cooperación al desarrollo, que tiene que 
formularla durante los seis primeros meses de cada 
legislatura, y se basa en un proceso previo y 
exhaustivo de estudio, información, consulta, 
evaluación y participación. 
 

5. La formulación definitiva del proyecto del 
Plan Director, a propuesta de la Consejería 
competente en materia de cooperación al desarrollo, 
corresponde al Gobierno de Cantabria, que la elevará 
al Parlamento de Cantabria para que se pronuncie 
sobre el mismo conforme a su Reglamento. 
 

6. El Plan Director tiene que fijar los 
mecanismos y los criterios básicos para evaluar la 
ejecución de la política de cooperación que lleva a 
cabo la Administración Autonómica, calcular el 
impacto de los recursos aplicados y controlar el 
gasto. 
 

7. El plan Director se concretará con la 
elaboración de un plan estratégico de subvenciones 
en los términos previstos en la normativa de 
subvenciones. 
 
Artículo 12. Los planes anuales o bianuales. 
 

1. Las determinaciones de los planes 
directores serán desarrolladas a través de planes 
anuales o bianuales de cooperación al desarrollo, en 
los cuales, se establecerán los mecanismos y criterios 
básicos para la medición del impacto de las ayudas, 
la evaluación de la ejecución de dicho Plan y la 
justificación y control del gasto adaptado a la realidad 
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de los países receptores.  
 

2. Los planes anuales o bianuales serán apro-
bados por el Gobierno de Cantabria a propuesta del 
departamento competente en materia de cooperación 
para el desarrollo. 
 
Artículo 13. Actuaciones de cooperación internacio-
nal al desarrollo de la Administración de la Comuni-
dad Autónoma de Cantabria. 
 

1. La política en materia de cooperación 
internacional al desarrollo de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria podrá ejecutarse 
directamente a través de los recursos materiales y 
humanos que considere oportunos, basándose en 
líneas de trabajo específicas promovidas desde la 
propia administración y definidas en consenso con las 
personas destinatarias. 
 

2. Así mismo, podrá encomendar la 
ejecución de sus proyectos o programas a otras 
entidades y/o a Organizaciones No Gubernamentales 
de Desarrollo.  
 

3. La Comunidad Autónoma de Cantabria 
podrá conceder subvenciones, celebrar convenios o 
articular cualquier otra forma reglada de colaboración 
con dichos agentes o con otras Administraciones 
públicas, para la ejecución de programas y proyectos 
de cooperación para el desarrollo, siempre que éstos 
tengan carácter no lucrativo y que aquéllos dispongan 
de estructuras y experiencia para la ejecución de los 
mismos. 
 
Artículo 14. Instrumentos de la cooperación 
internacional al desarrollo. 
 

La política de cooperación al desarrollo se 
articula a través de los instrumentos siguientes: 
 

a) Cooperación técnica. Incluye cualquier 
modalidad de asistencia dirigida a la formación y 
calificación de recursos humanos en el país receptor. 
La cooperación técnica se lleva a cabo a través de 
acciones, programas y proyectos de educación y de 
formación; de investigación y de desarrollo 
tecnológico; de intercambio de expertos y la provisión 
de servicios; de información, documentación, 
intercambio, asesoramiento, consultoría y estudios, 
y, en general, de todo aquello que contribuye a elevar 
las capacidades de las personas y mejorar las 
organizaciones sociales y los marcos institucionales 
en los países beneficiarios.  
 

b) Cooperación económica y financiera. 
Consiste en aportaciones a proyectos o programas 
cuyo objeto sea la estructuración de los sectores 
básicos de la sociedad receptora. 
 

c) Ayuda de emergencia. Tiende a satisfacer, 
en un primer momento, las necesidades humanas en 
situaciones provocadas por catástrofes naturales o 
humanas, falta de materias primas esenciales o 
acontecimientos análogos, para aligerar el sufrimiento 
de las poblaciones vulnerables y contribuir a su 

supervivencia. Se entienden también como ayudas de 
emergencia las inmediatas para atender a las 
personas refugiadas y desplazadas como consecuen-
cia de catástrofes naturales o humanas. 
 

d) Ayuda humanitaria. Consiste en acciones 
de asistencia, protección, rehabilitación y reconstruc-
ción a favor de las poblaciones, teniendo especial-
mente en cuenta situaciones agravadas por 
catástrofes naturales o provocadas por conflictos 
armados, así como a la prevención de riesgos que 
reduzcan la vulnerabilidad de las poblaciones, el 
restablecimiento de sus derechos, y la potenciación 
de las capacidades de desarrollo de las comunidades 
afectadas. 
 

e) Educación para el desarrollo y para la 
defensa de los derechos humanos. Comprende 
cualquier tipo de acciones cuyo objetivo sea la 
promoción, el respeto y la protección de la vida, la 
libertad, la dignidad, la igualdad, la seguridad, la 
integridad física y la propiedad del individuo, de los 
valores democráticos y para la construcción de la 
paz. 
 

f) Sensibilización social. Consiste en el 
conjunto de acciones que favorecen una mejor 
percepción de la sociedad hacia las causas y los 
problemas que afectan a los países empobrecidos, y 
que estimulan la solidaridad y la cooperación activas 
con éstos. 
 

g) Formación para la cooperación al 
desarrollo. Consiste en la capacitación de las 
personas que, por su compromiso o su profesión, se 
dedican a la cooperación al desarrollo, articulada 
preferentemente a través de los agentes de 
cooperación. 
 

h) Investigación para el desarrollo. 
Comprende la producción y el intercambio de 
recursos humanos de conocimiento para el estudio de 
las causas y soluciones de la situación de países del 
sur al objeto de potenciar su sistema productivo 
económico, social e institucional. 
 

i) Otros posibles instrumentos de coopera-
ción al desarrollo siempre que respeten los principios 
de esta Ley. 
 

Artículo 15. Medios para hacer efectivos los 
instrumentos de cooperación internacional al 
desarrollo. 
 

Los medios para hacer efectivos los 
instrumentos de cooperación al desarrollo son los 
siguientes: 
 

a) La disposición de fondos públicos para 
fomentar las acciones de cooperación al desarrollo. 
 

b) La iniciativa de las administraciones 
públicas para realizar estudios de identificación 
previa, que pueden derivar en acciones de ejecución 
propia. 
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c) Las declaraciones institucionales, los 
protocolos, los convenios, el apoyo a iniciativas 
ciudadanas, y todos aquellos otros que sean 
necesarios para hacer efectivos los instrumentos de 
cooperación internacional al desarrollo. 
 
Artículo 16. Evaluación de las acciones, de los 
proyectos y de los programas de cooperación al 
desarrollo. 
 

1. Las acciones, los proyectos y los 
programas de cooperación al desarrollo financiados 
con fondos públicos de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria serán objeto de evaluación. 
 

2. La evaluación se regirá por los criterios 
básicos de eficacia, eficiencia, pertinencia, impacto y 
viabilidad. 
 

3. Los procedimientos y las bases generales 
de evaluación tienen que establecerse reglamentaria-
mente y seguir la metodología de la cooperación 
oficial del Estado español y de la Unión Europea. 
 
Artículo 17. Seguimiento. 
 

Con carácter anual, tiene que elaborarse un 
informe de seguimiento que debe contener un análisis 
del grado de cumplimiento de los objetivos previstos 
en el Plan Director y en los planes anuales o 
bianuales. 
 
Artículo 18. Coordinación.  
 

1. La Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria tiene que velar especialmente 
por la coordinación con la Administración del Estado 
y con otras comunidades autónomas, a fin de 
asegurar la complementariedad de sus acciones con 
el conjunto de las actuaciones de cooperación que 
realizan las diferentes administraciones públicas. 
 

2. La Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, en el marco de la Unión 
Europea, tiene que impulsar mecanismos de 
coordinación de sus políticas de cooperación al 
desarrollo con las de las distintas instituciones 
europeas competentes, como también con las 
regiones del ámbito comunitario. 
 

3. El Gobierno de Cantabria tiene que llevar a 
cabo una política activa de colaboración con los 
municipios que destinan recursos a la cooperación 
internacional a desarrollo. En especial, debe impulsar 
la participación de los municipios en acciones de 
cooperación al desarrollo mediante la aplicación de 
instrumentos mancomunados tales como el Fondo 
Cantabria Coopera, consorcios interadministrativos u 
otros entes de características análogas. 
 

4. Sin perjuicio de la competencia exclusiva 
del Estado en materia de relaciones internacionales, la 
Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria puede impulsar las formas de colaboración 
y cooperación que sean pertinentes con las 
instituciones y entidades de los países receptores de 

la ayuda, a fin de mejorar la eficacia y la eficiencia de 
los programas y proyectos de cooperación de interés 
común en este ámbito. 
 

CAPÍTULO III 
 

ÓRGANOS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE 
CANTABRIA 

COMPETENTES EN LA POLÍTICA  
DE COOPERACIÓN 

INTERNACIONAL AL DESARROLLO 
 

SECCIÓN I 
 

ÓRGANOS RECTORES 
 
Artículo 19. Atribuciones del Parlamento. 
 

1. Corresponde al Parlamento pronunciarse 
sobre el Plan Director, de acuerdo con lo previsto en 
esta Ley. 
 

2. Anualmente, el Parlamento será informado 
por el Gobierno regional, a través de la Comisión 
parlamentaria encargada de cooperación para el 
desarrollo, de la ejecución de los proyectos, 
resultados y del contenido del informe del Consejo 
Cántabro de Cooperación Internacional al Desarrollo. 
 
Artículo 20. Atribuciones del Gobierno de Cantabria. 
 

Corresponde al Gobierno de Cantabria: 
 

a) Dirigir la política de cooperación 
internacional al desarrollo de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria. 
 

b) Aprobar la formulación definitiva del 
proyecto del Plan Director y enviarlo al Parlamento 
para que delibere y se pronuncie sobre el mismo. 
 

c) Aprobar el plan anual o bianual de 
cooperación para el desarrollo. 
 

d) Ejercer todas las facultades que le atribuyan 
las disposiciones vigentes. 
 

SECCIÓN II 
 

ÓRGANOS EJECUTIVOS 
 

Artículo 21. Atribuciones de la Consejería competen-
te.  
 

Corresponde a la Consejería competente en 
materia de cooperación internacional al desarrollo, sin 
perjuicio de las que pudieran atribuirle otras 
disposiciones: 
 

a) Elevar al Gobierno la propuesta de 
proyecto de Plan Director y de los planes anuales o 
bianuales para que éste haga la formulación 
definitiva, si corresponde. 
 

b) Desarrollar la acción de gobierno en 
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materia de cooperación para el desarrollo y, en 
concreto, impulsar la ejecución de las medidas 
contenidas en el Plan Director y en los planes anuales 
o bianuales y, en general, de todas las actuaciones 
que lleve a cabo la Administración de la Comunidad 
Autónoma en este sector. 
 

c) Informar al Parlamento sobre el grado de 
ejecución del Plan Director y, en su caso, de los 
planes anuales o bianuales que lo desarrollan. 
 

d) Aprobar los documentos de seguimiento 
del Plan Director y, en su caso, de los planes anuales 
o bianuales de cooperación. 
 

e) Fijar reglamentariamente los procedimien-
tos y las bases generales para la evaluación, el 
seguimiento y el control de los proyectos y 
programas financiados con fondos públicos de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, sin perjuicio de 
las competencias atribuidas a otras instituciones y 
organismos por la legislación vigente. 
 

f) Impulsar la coordinación de los órganos de 
la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria que, en el ámbito de sus competencias, 
llevan a cabo actuaciones en materia de cooperación 
al desarrollo.  
 
Artículo 22. Atribuciones del órgano directivo 
competente en materia de cooperación al desarrollo. 
 

Corresponde al órgano directivo competente, 
bajo la dirección de quien ostente la titularidad de la 
Consejería correspondiente: 
 

a) Redactar el borrador de propuesta de 
proyecto de Plan Director, cuya elaboración 
corresponde a quien ostente la titularidad de la 
Consejería. 
 

b) Formular la propuesta de los proyectos de 
los planes anuales o bianuales y elevarlos a la 
consideración del titular de la consejería para que 
haga la formulación definitiva, si corresponde. 
 

c) Coordinar la actividad de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria con el resto 
de entidades públicas que, en el ámbito de sus 
competencias, realicen actuaciones en materia de 
cooperación internacional al desarrollo y que deberán 
adecuarse a las directrices básicas del Plan Director y 
a las de los planes anuales o bianuales. 
 

d) Elaborar los documentos de seguimiento 
del Plan Director y de los planes anuales o bianuales  
de cooperación para el desarrollo. 
 

e) Evaluar los programas y proyectos 
financiados con fondos de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria o cofinanciados con otras entidades 
públicas o privadas. 
 

f) Mantener relaciones con la Agencia 
Española de Cooperación Internacional y con otras 
instituciones y entidades, públicas o privadas, 

nacionales o internacionales, en el ámbito de la 
cooperación internacional. 
 

g) Promover la interlocución con los agentes 
de cooperación. 
 

h) Llevar a cabo las relaciones ordinarias con 
los órganos de coordinación, colaboración y consulta 
que prevé esta Ley. 
 

i) Ejercer aquellas otras facultades y atribu-
ciones que le corresponden de acuerdo con la 
legislación vigente. 

 

SECCIÓN III 
 

ÓRGANOS DE COORDINACIÓN Y CONSULTA 
 
Artículo 23. Consejo Cántabro de Cooperación 
Internacional al Desarrollo. 
 

1. Se crea el Consejo Cántabro de 
Cooperación Internacional al Desarrollo, en adelante 
Consejo Cántabro de Cooperación, como máximo 
órgano consultivo y de participación de la iniciativa 
social en la definición y la aplicación de las políticas 
de cooperación al desarrollo en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. Este órgano 
colegiado está adscrito a la Consejería competente en 
materia de cooperación internacional al desarrollo. 
 

2. En el Consejo Cántabro de Cooperación 
además de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, participarán los agentes de 
cooperación a los que se refiere el artículo 26 de la 
presente Ley, colectivos de solidaridad y expertos en 
este sector. 
 

3. El Consejo Cántabro de Cooperación tiene 
las funciones siguientes: 
 

a) Proponer e impulsar iniciativas de sensibi-
lización y educación para el desarrollo. 
 

b) Asesorar y asistir a las Administraciones 
Públicas de Cantabria en materia de cooperación 
internacional al desarrollo. 
 

c) Conocer los anteproyectos de Ley y 
cualquier otra disposición general que regule materias 
concernientes a la cooperación internacional al 
desarrollo e informar sobre ellos. 
 

d) Conocer el borrador de la propuesta de 
Plan Director, deliberar e informar sobre ellos antes 
de que la Consejería competente en materia de 
cooperación internacional al desarrollo elabore la 
propuesta de proyecto de Plan Director y la someta a 
la consideración del Gobierno de Cantabria. 
 

e) Conocer las convocatorias de ayudas y 
subvenciones en materia de cooperación al desarrollo 
que realicen las Administraciones y entidades 
públicas de Cantabria, así como las ayudas que 
concedan.  
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f) Conocer los resultados de los documentos 
de seguimiento, de los instrumentos de planificación 
y, en general, de la evaluación de los proyectos de 
cooperación. 
 

g) Elaborar por iniciativa propia, informes, 
recomendaciones y propuestas sobre la política y las 
actuaciones de cooperación al desarrollo de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

h)Cualquier otra que se le atribuya legal o 
reglamentariamente. 
 

4. La composición, la organización y el 
funcionamiento del Consejo Cántabro de Cooperación 
se determinará reglamentariamente. Quines ostenten 
la representación de las Organizaciones No 
Gubernamentales de Desarrollo serán elegidos por las 
propias asociaciones o plataformas legalmente 
constituidas. 
 

5. En los respectivos presupuestos anuales 
se habilitará la dotación económica necesaria para 
llevar a cabo las funciones encomendadas al Consejo 
Cántabro de Cooperación Internacional al Desarrollo. 
 
Artículo 24. Fondo Cantabria Coopera. 
 

Se crea el Fondo Cantabria coopera como 
instrumento económico para impulsar actuaciones 
integrales en materia de cooperación internacional y 
para favorecer la máxima participación ciudadana, cuya 
estructura, composición y gestión se determinarán 
reglamentariamente. 
 
Artículo 25. Comisión de Coordinación de la política 
de cooperación internacional al desarrollo. 
 

1. Se crea la Comisión de Coordinación de la 
política de cooperación internacional al desarrollo, 
adscrita a la Consejería competente en materia de 
cooperación internacional al desarrollo, como órgano 
colegiado de la administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria para la coordinación de la 
política de cooperación internacional al desarrollo. 
 

2. Su composición y funcionamiento se 
desarrollará reglamentariamente, garantizándose la 
participación de los municipios de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria que gestionen fondos 
conceptuados en sus respectivos presupuestos como 
Ayuda Oficial al Desarrollo.  
 

3. Las funciones de la Comisión son las 
siguientes:  
 

a) Asegurar una información permanente 
entre la Administración de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria y los municipios de su ámbito territorial 
sobre las actuaciones que ambos lleven a cabo en el 
ámbito de la cooperación internacional al desarrollo. 
 

b) Debatir la programación de cooperación 
internacional al desarrollo de las Administraciones 
Públicas de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 
con el fin de garantizar la coherencia y complementa-

riedad de las acciones de desarrollo que aquéllas 
realizan en el marco de sus competencias. 
 

c) Obtener la necesaria información, 
complementariedad, coherencia y coordinación en las 
actuaciones que desarrolle la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria en materia de 
cooperación al desarrollo. 
 

d) Planificar e impulsar acciones conjuntas 
de cooperación internacional al desarrollo entre las 
Administraciones Públicas de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. 
 

e) Aquellas otras funciones que se le asignen 
reglamentariamente. 
 

CAPÍTULO IV 
 

PARTICIPACIÓN SOCIAL EN LA COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL AL DESARROLLO. 

 
Artículo 26. Fomento de la cooperación no 
gubernamental. 
 

El Gobierno de Cantabria apoyará y 
fomentará las iniciativas de las Organizaciones no 
Gubernamentales de Desarrollo, de acuerdo con la 
normativa vigente y con los objetivos y prioridades de 
la presente Ley. 
 
Artículo 27. Agentes de la cooperación internacional 
al desarrollo. 
 

A los efectos de esta Ley, se consideran 
agentes de cooperación: 
 

a) La Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, los municipios y también las 
instituciones que los integran u organizaciones que 
los representan en el ámbito de la cooperación 
internacional al desarrollo. 
 

b) El Fondo Cantabria Coopera. 
 

c) Las Organizaciones No Gubernamentales 
de Desarrollo. 
 

d) Las Universidades. 
 

e) Empresas y organizaciones empresariales 
sin ánimo de lucro. 
 

f) Las organizaciones sindicales. 
 

g) Otros agentes sociales o entidades 
nacionales o extranjeras, que tengan entre sus 
finalidades llevar a cabo actividades de cooperación 
internacional al desarrollo. 
 

Artículo 28. Condiciones para actuar en el ámbito de 
la cooperación internacional al desarrollo. 
 

1. Los agentes de cooperación deben cumplir 
las condiciones siguientes: 
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a) Tener personalidad jurídica propia de 
acuerdo con las leyes que les son aplicables. 
 

b) Tener sede social o delegación permanen-
te en la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

c) No tener ánimo de lucro, lo que se 
entiende como la no apropiación de los beneficios 
obtenidos a través de acciones de cooperación al 
desarrollo financiadas al amparo de la presente Ley. 
De todas formas, cualquier ingreso obtenido en las 
mencionadas actuaciones, tendrá que ser reinvertido 
en actividades de desarrollo, ayuda humanitaria o 
educación para el desarrollo, con la expresa 
autorización de la administración. 
 

d) En el caso de ejecutar proyectos y/o 
programas de cooperación, tener un socio o una 
contraparte local en la zona donde se lleven a cabo 
los proyectos de cooperación.  
 

A los efectos de esta Ley, se entenderá por 
socio o contraparte local aquella entidad, con 
personalidad jurídica de conformidad con la 
legislación del país beneficiario, que ejecute 
materialmente el proyecto o programa, o colabore en 
dicha tarea. Dicha personalidad jurídica se entenderá 
como requisito exclusivamente en aquellos países en 
que se permita la legalización de la contraparte. 
 

2. Las entidades con personalidad jurídica 
pública quedan excluidas del cumplimiento de las 
condiciones que prevén las letras anteriores que sean 
incompatibles con su naturaleza jurídica. 
 

3. Excepcionalmente, cuando razones de 
interés público o social lo aconsejen, mediante 
resolución motivada de quien ostente la titularidad de 
la Consejería competente, podrán actuar en el ámbito 
de la cooperación internacional al desarrollo de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, agentes de 
cooperación que no cumplan la condición señalada en 
la letra b del punto 1. 
 
Artículo 29. Organizaciones No Gubernamentales de 
Desarrollo establecidas en la Comunidad Autónoma 
de Cantabria. 
 

1. Las Organizaciones No Gubernamentales 
de Desarrollo establecidas en la Comunidad 
Autónoma de Cantabria se constituyen en interlocu-
tores permanentes del Gobierno y la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria en materia 
de cooperación internacional al desarrollo. 
 

2. A efectos de esta Ley, se consideran 
Organizaciones No Gubernamentales de Desarrollo 
establecidas en la Comunidad Autónoma de 
Cantabria las entidades que cumplen los requisitos 
siguientes: 
 

a) Ser entidades privadas, legalmente 
constituidas y sin ánimo de lucro. 
 

b) Establecer expresamente en sus 
estatutos, que entre sus objetivos se encuentra la 

realización de actividades relacionadas con los 
valores y las finalidades de la cooperación al 
desarrollo. 
 

c) Gozar de capacidad jurídica y de obrar 
plenas, y disponer de una estructura susceptible de 
garantizar el cumplimiento de sus finalidades. 
 

d) Tener sede social o delegación permanen-
te en la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

e) No tener relaciones de dependencia, ni 
directa ni indirecta, de instituciones públicas, sean 
autonómicas, estatales o internacionales. 
 

f) Estar inscritas en el registro de Organiza-
ciones No Gubernamentales de Desarrollo creado en 
virtud de la presente Ley. 
 

g) Respetar el código de conducta propio de 
las organizaciones no gubernamentales para el 
desarrollo. 
 
Artículo 30. Registro de Organizaciones No 
Gubernamentales de Desarrollo de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. 
 

1. Se crea el registro de Organizaciones No 
Gubernamentales de Desarrollo, donde podrán 
inscribirse las Organizaciones No Gubernamentales de 
Desarrollo que reúnan los requisitos del artículo 
anterior. 
 

2. El registro tendrá carácter público y se 
accederá al mismo de conformidad con lo dispuesto 
en la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y el 
Procedimiento Administrativo Común. 
 
Artículo 31. Personas Voluntarias. 
 

1. A efectos de esta ley se entiende por 
persona voluntaria cualquier persona física que, por 
libre determinación, sin recibir ninguna contrapresta-
ción económica ni tener relación laboral, mercantil o 
funcionarial de cualquier tipo, participa de manera 
responsable en los programas y proyectos de 
cooperación al desarrollo a través de los agentes de 
cooperación determinados en esta Ley. 
 

2. Los voluntarios deberán ser informados de 
los objetivos de la entidad en que realicen su 
actividad, del marco en que se produce la actuación 
en la que participan y de sus derechos y deberes. 
 

3. Las personas voluntarias estarán 
vinculados a los agentes de cooperación con los que 
realicen su actividad mediante un compromiso de 
incorporación que contemple como mínimo: 
 

a) El tiempo necesario para la obtención de 
una correcta formación y una acreditación identifica-
tiva de su condición de persona voluntaria. 
 

b) En el caso de que la persona voluntaria 
efectúe su actividad en terceros países, los recursos 
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necesarios para hacer frente a sus necesidades básicas 
en el país de destino y un seguro que cubra al menos 
los riesgos de muerte, accidente, enfermedad y gastos 
de repatriación. 
 

4. El Gobierno de Cantabria y el Consejo 
Cántabro de Cooperación Internacional al Desarrollo 
fomentarán el establecimiento de programas 
formativos, servicios de información y campañas de 
divulgación del voluntariado específico de coopera-
ción para el desarrollo y el reconocimiento de las 
actividades que realizan. 
 
Artículo 32. Cooperantes. 
 

1. Son cooperantes quienes a una adecuada 
formación o titulación académica oficial unen una 
probada experiencia profesional y tienen encomenda-
da la ejecución de un determinado proyecto o 
programa en el marco de la cooperación para el 
desarrollo. 
 

2. Los derechos y obligaciones de los 
cooperantes así como su régimen de incompatibilida-
des, formación, homologación de los servicios que 
prestan, modalidades de previsión social y demás 
aspectos de su régimen jurídico serán los que están 
fijados en el Estatuto al que hace referencia el 
artículo 38.2 de la Ley 23/1998, de 7 de julio, de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo. 

 

CAPÍTULO V 
 

MEDIOS HUMANOS Y MATERIALES 
 
Artículo 33. Recursos Humanos de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

1. Las Administraciones públicas facilitarán 
la incorporación del personal al Servicio de las 
Administraciones Públicas de Cantabria a proyectos 
de cooperación al Desarrollo tanto cuando aquellas lo 
hagan en ejecución de  programas o proyectos 
propios, como cuando participen en programas de 
otras entidades. 

 
2. La Actividad de la Administración de la 

Comunidad Autónoma de Cantabria en el ámbito de 
la cooperación al desarrollo llevada a cabo dentro o 
fuera de la Comunidad Autónoma de Cantabria, será 
ejecutada por el personal propio o contratado para 
dicha finalidad por tiempo determinado. 
 

3. El personal al Servicio de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria que 
participe en acciones, programas y proyectos en 
materia de cooperación al desarrollo quedará en la 
situación administrativa que le corresponda conforme 
a la legislación vigente en materia de personal. 
 

4. La Consejería competente en materia de 
cooperación internacional al desarrollo organizará 
acciones formativas dirigidas al personal al servicio 
de las administraciones públicas adscrito al área de 
trabajo de cooperación al desarrollo. 

5. Los costes derivados de la participación 
de este personal se sufragarán con cargo a las 
partidas presupuestarias destinadas a cooperación al 
desarrollo de las Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria. Con cargo a estas partidas 
presupuestarias deberán imputarse también el coste 
de los seguros complementarios que las circunstan-
cias aconsejen concertar. 
 

6. En los casos en que el personal al Servicio 
de las Administraciones públicas participe en 
programas o proyectos de cooperación internacional 
al desarrollo en calidad de personal voluntario o 
cooperante, la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria a través del órgano 
competente en materia de cooperación al desarrollo, 
podrá articular un régimen especial aplicable a estas 
personas conforme a la normativa vigente en materia 
de personal. 
 
Artículo 34. Contratación externa. 
 

La Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, en el ámbito de la 
cooperación al desarrollo y para actuaciones para las 
que no disponga de medios personales adecuados o 
suficientes, puede contratar empresas o profesiona-
les, de acuerdo con lo que prevé la legislación 
reguladora de los contratos de las administraciones 
públicas. 
 
Artículo 35. Recursos materiales para la cooperación 
al desarrollo. 
 

1. Anualmente, la Ley de presupuestos 
determinará los recursos destinados a la cooperación 
al desarrollo en el ámbito de la Comunidad Autónoma 
de Cantabria, en concordancia con las orientaciones 
indicativas que establezca el Plan Director, 
garantizando que cada año se destine un mínimo de 
un 0,7% de los fondos propios de los presupuestos 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria a la 
cooperación al desarrollo.  
 

2. Los recursos destinados por la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma de Cantabria a la 
cooperación internacional al desarrollo podrán 
incrementarse con subvenciones y contribuciones de 
otros organismos e instituciones, nacionales o 
internacionales, públicos o privados, y de personas 
físicas o jurídicas. 
 
Artículo 36. Gastos con alcance plurianual. 
 

De acuerdo con lo establecido por la 
legislación presupuestaria y de finanzas, podrán 
adquirirse compromisos de gasto para financiar 
proyectos y programas de cooperación al desarrollo 
que se extiendan a ejercicios posteriores a aquel en 
que se autoricen. 
 
Artículo 37. Ayudas y subvenciones. 
 

1. La Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria puede financiar, mediante 
ayudas o subvenciones, los programas y los 
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proyectos de las entidades legalmente constituidas 
que cumplan los requisitos establecidos en los 
artículos 27 y 28 de esta Ley, y que se correspondan 
con las previsiones del Plan Director y de los planes 
anuales o bianuales en este ámbito. Las ayudas y 
subvenciones previstas en este punto se otorgarán en 
régimen de publicidad, transparencia, concurrencia, 
objetividad, igualdad y no discriminación. 
 

2. La Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, de acuerdo con la legislación 
de subvenciones, también puede financiar programas 
y proyectos de cooperación al desarrollo mediante 
convenios de colaboración y cooperación con todas 
las administraciones, instituciones y entidades 
públicas o privadas que convengan en cada caso, 
siempre que no tengan finalidad de lucro y se 
correspondan con las previsiones del Plan Director y 
de los planes anuales o bianuales. 
 

3. El Gobierno de Cantabria, mediante 
Decreto, puede exceptuar los principios de publicidad 
o concurrencia u otros aspectos del régimen de 
gestión, pago, control, reintegro o sanciones, en los 
procedimientos de concesión de subvenciones con 
cargo a los créditos de la cooperación al desarrollo en 
la medida en que éstos sean desarrollo de la política 
de proyección institucional de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria en el ámbito de la solidaridad 
internacional y sean incompatibles con la naturaleza 
de las subvenciones o con las personas destinatarias, 
de acuerdo con la legislación básica estatal en 
materia de subvenciones.  
 

Al objeto de lograr una mayor eficacia y 
eficiencia en la gestión de los fondos públicos 
destinados a la cooperación al desarrollo podrán 
establecerse sistemas específicos de justificación y 
control del gasto adaptados a su especialidad, que 
tengan en cuenta la necesaria flexibilidad y 
adaptación de las normas generales de régimen 
financiero y presupuestario a proyectos que se 
realizan en los países receptores de la ayuda oficial al 
desarrollo. 
 

4. La resolución de la concesión de las 
ayudas directas y, en su caso, los convenios 
instrumentales a través de los cuales se canalicen 
estas subvenciones, tienen que establecer las 
condiciones y los compromisos aplicables de 
conformidad con lo que dispone esta Ley y el resto 
de la normativa aplicable. 
 

5. Todos los agentes de cooperación velarán 
para que los bienes adquiridos con la contribución de 
la Comunidad Autónoma de Cantabria estén siempre 
adscritos a fines sociales en beneficio de los 
destinatarios últimos de la cooperación. 
 
Artículo 38. Pago anticipado de subvenciones. 
 

1. Se podrán hacer pagos anticipados de las 
subvenciones concedidas con cargo a los créditos de 
cooperación internacional al desarrollo, atendida la 
naturaleza de estas ayudas, sin necesidad de prestar 
garantías. 

 2. Estos pagos suponen la entrega de fondos 
con carácter previo a la justificación, como una 
financiación necesaria para poder llevar a cabo las 
actuaciones inherentes a las subvenciones otorgadas 
y la consecución de la finalidad para la que fueron 
concedidas. 
 

3. En estos casos, el régimen de garantías 
que tienen que aportar los beneficiaros se establece-
rán en las disposiciones que fijen las bases 
reguladoras correspondientes o, si procede, en la 
normativa que sea de aplicación. 
 

CAPÍTULO VI 
 

PROMOCIÓN DE LA EDUCACION Y 
SENSIBILIZACIÓN 

DE LA SOCIEDAD CANTABRA 
 
Artículo 39. Promoción de la educación y sensibiliza-
ción. 
 

1. Se entiende por educación para el 
desarrollo y sensibilización social el conjunto de 
actividades que favorezcan una mejor percepción de la 
sociedad hacia los problemas que afectan a los países 
en desarrollo y que estimulen la solidaridad y 
cooperación activas con los mismos, por vía de 
campañas de divulgación, servicios de información, 
programas formativos, apoyo a las iniciativas a favor 
de un comercio justo y consumo responsable respecto 
a los productos procedentes de los países en 
desarrollo. 
 

2. La Administración de la Comunidad Autó-
noma de Cantabria debe promover actividades de 
sensibilización, difusión y educación con la finalidad 
de dar a conocer los problemas que afectan a las 
sociedades de los países en desarrollo, con el objetivo 
de propiciar la reflexión crítica, el espíritu solidario y 
la participación comprometida de toda la ciudadanía 
en las tareas de cooperación al desarrollo. 
 

3. Para llevar a cabo esta tarea, la Adminis-
tración Autonómica debe impulsar campañas de 
divulgación, programas educativos y actividades 
formativas y cualquier otro tipo de deberes que se 
consideren adecuados a esta finalidad, y apoyar las 
iniciativas propias de las Organizaciones No 
Gubernamentales de Desarrollo, Universidades e 
instituciones educativas, organizaciones sindicales, 
Fondo Cantabria Coopera y demás entidades públicas 
o privadas, interesadas en este campo.  
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Presentación en 
el Parlamento de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria del primer proyecto del Plan Director. 
 

El Gobierno de Cantabria, en el plazo 
máximo de nueve meses a partir de la entrada en 
vigor de esta Ley, aprobará la formulación definitiva 
del proyecto de Plan Director y lo enviará al 
Parlamento para que delibere y se pronuncie sobre el 
mismo. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Agencia 
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Cántabra de Cooperación Internacional al Desarrollo. 
 

Con la presentación del primer proyecto del 
Plan Director, el Gobierno de Cantabria podrá 
proponer, de acuerdo con la experiencia adquirida y 
con la deliberación y el dictamen previo de los 
órganos consultivos, la creación de la Agencia 
Cántabra de Cooperación Internacional al Desarrollo, 
o, si procede, la estructura organizativa más 
adecuada para la consecución de los objetivos de la 
política de cooperación internacional al desarrollo y 
solidaridad de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Fomento de las 
iniciativas de las personas inmigrantes. 
 

La Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria establecerá los mecanismos 
e instrumentos apropiados para dar apoyo al papel de 
los inmigrantes como agentes de desarrollo en sus 
comunidades de origen y también para que éstos, en 
Cantabria, creen espacios de intercambio cultural y 
fomenten el acercamiento entre los pueblos y el 
conocimiento y el respeto mutuos. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. Participación de 
entidades con ánimo de lucro en acciones de 
cooperación internacional al desarrollo. 
 

1. Las empresas del sector público de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria y las entidades 
privadas que por su naturaleza jurídica tienen ánimo 
de lucro que quieran contribuir, con la aportación de 
su experiencia y calificación en los diferentes 
sectores de actividad a los esfuerzos para la 
cooperación al desarrollo que realiza la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria, lo 
tienen que hacer con programas y proyectos que 
respeten los valores, las finalidades y los principios 
ordenadores que establece esta Ley. 
 

2. La participación de las entidades citadas 
en el apartado anterior tiene que articularse según las 
formas regladas de colaboración que, en cualquier 
caso, tienen que prever necesariamente: 
 

a) El compromiso de no apropiarse del lucro 
o del beneficio empresarial obtenido por las acciones 
de cooperación en que participen. 
 

b) La obligación de contabilizar con total 
transparencia cualquier ingreso obtenido con estas 
acciones y reinvertirlo en actuaciones para el 
desarrollo, ayuda humanitaria, educación o 
investigación en este sector, con el acuerdo expreso 
de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA. Iniciativas de 
solidaridad. 
 

La Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria podrá organizar, coordinar o 
participar en campañas, programas o iniciativas 
diversas de solidaridad con las comunidades 
cántabras asentadas en el extranjero, en territorios 

con una situación socioeconómica caracterizada por 
la existencia de necesidades básicas evidentes, y a 
favor de los miembros con más carencias. 
 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. 
 

Quedan derogadas todas las disposiciones de 
rango igual o inferior que se opongan a lo que 
dispone esta Ley, la contradigan o sean incompati-
bles. 
 
DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. 
 

1. Se habilita al Gobierno de Cantabria para 
dictar las disposiciones generales que sean necesarias 
para desarrollar y ejecutar esta Ley. 
 

2. El desarrollo reglamentario a que se refiere 
el punto anterior se efectuará en el plazo de un año 
desde la entrada en vigor de la presente Ley. 
 
DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Modificación de la 
Ley de Cantabria 11/2002, de 23 de diciembre, de 
Medidas Fiscales en materia de Tributos cedidos por 
el estado. 
 

El apartado 4 del artículo 8 de la Ley de 
Cantabria 11/2002, de 23 de diciembre, de Medidas 
Fiscales en Materia de Tributos cedidos por el Estado, 
que recoge la deducción en la cuota íntegra 
autonómica del Impuesto sobre la renta de las 
personas físicas por donativos a fundaciones, queda 
redactado como sigue: 
 

“4. Por donativos a fundaciones o al Fondo 
Cantabria Coopera. 
 

Los contribuyentes podrán deducir el 15 por 
100 de las cantidades donadas a fundaciones 
domiciliadas en la Comunidad Autónoma de 
Cantabria que cumplan con los requisitos de la Ley 
50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones que 
persigan fines culturales, asistenciales o sanitarios o 
cualesquiera otros de naturaleza análoga a éstos. En 
todo caso, será preciso que estas fundaciones se 
encuentren inscritas en el Registro de Fundaciones, 
rindan cuentas al órgano de protectorado correspon-
diente y que éste haya ordenado su depósito en el 
Registro de Fundaciones De igual manera, los 
contribuyentes podrán deducir el 12 por cien de las 
cantidades que donen al Fondo Cantabria Coopera 
 

La suma de la base de esta deducción y la 
base de las deducciones a las que se refieren los 
apartados 3 y 5 del artículo 69 del Texto Refundido 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 
3/2004, de 5 de marzo, no podrá exceder del 10 por 
100 de la base liquidable del contribuyente”. 
 

DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Entrada en vigor. 
 

1. Esta Ley entrará en vigor al día siguiente 
de haberse publicado en el Boletín Oficial de 
Cantabria. 
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2. La disposición final segunda entrará en vi-
gor el 1 de enero del año siguiente al que dé comienzo 
sus operaciones el Fondo Cantabria Coopera.” 

 
------------ 

 

DE CANTABRIA POR LA QUE SE MODIFICA 
LA LEY DE CANTABRIA 7/1997, DE 30 DE 
DICIEMBRE, DE MEDIDAS FISCALES Y AD-
MINISTRATIVAS. 
 

[6L/1000-0035] 
 

Aprobación por el Pleno. 
 

PRESIDENCIA

El Pleno del Parlamento de Cantabria, en su 
sesión del día 26 de marzo de 2007, ha aprobado el 
Proyecto de Ley de Cantabria por la que se modifica 
la Ley de Cantabria 7/1997, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales y Administrativas, número 6L/1000-
0035, sin modificaciones con respecto al texto 
remitido por el Gobierno, publicado en el Boletín 
Oficial del Parlamento de Cantabria número 544, 
correspondiente al día 07.02.2007. 
 

Lo que se hace público en cumplimiento de 
lo previsto en el artículo 93.1 del Reglamento de la 
Cámara. 
 

Santander, 3 de abril de 2007 
 
El Presidente del Parlamento de Cantabria, 
 
Fdo.: Miguel Ángel Palacio García. 

 
“LEY DE CANTABRIA, POR LA QUE SE MODIFICA 

LA LEY DE CANTABRIA 7/1997, DE 30 DE 
DICIEMBRE, DE MEDIDAS FISCALES Y ADMINIS-
TRATIVAS. 
 

PREÁMBULO 
 

El artículo 24.12 del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria atribuye a la Comunidad Autónoma de 
Cantabria competencias exclusivas sobre pesca en 
aguas interiores, marisqueo y acuicultura. 
 

Con la Ley de Cantabria 7/1997, de 30 de 
diciembre, de medidas fiscales y administrativas, se 
procedió a realizar la tan necesaria regulación de las 
infracciones en estas materias, añadiéndose 
posteriormente, en la Ley de Cantabria 4/2003, de 
30 de diciembre, de medidas administrativas y 
fiscales, las relativas a la actividad de buceo. 
 

La experiencia adquirida desde entonces en 
el ejercicio de estas competencias, ha demostrado la 
conveniencia de actualizar la regulación prevista con 
respecto al ejercicio de la potestad sancionadora. 
 

Actualmente los recursos pesqueros, al igual 
que otros recursos naturales renovables, están siendo 

amenazados por un gran número de factores 
externos, pero algunos de los más importantes son 
los propios abusos relacionados con su explotación. 
 

La disparidad de actividades relacionadas 
con el medio marino, tales como la pesca profesional 
y deportiva, la acuicultura, el marisqueo y la 
comercialización de los productos del mar, aconsejan 
dentro del ámbito de las competencias asumidas por 
la Comunidad Autónoma de Cantabria una 
actualización legislativa en función de una mayor 
eficacia en la lucha contra el furtivismo y la 
inobservancia de la normativa vigente, para lograr la 
necesaria protección de los recursos del mar. 
 

Con el objeto de proteger el medio marino y 
ordenar el sector pesquero se procede a modificar los 
artículos que regulan las infracciones leves y graves 
en materia pesquera en aguas de competencia de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 

Artículo 1. Modificación del artículo 12 de 
la Ley de Cantabria 7/1997, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales y Administrativas. 

 
Se modifica el artículo 12 de la Ley de Can-

tabria 7/1997, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales y Administrativas, referentes a las 
infracciones leves en materia de pesca marítima en 
aguas de competencia de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria. 
 

Uno. Quedan derogados los apartados b), d), 
e), f), g), i) del artículo 12.1 relativo a la pesca 
deportiva y b), c), d), f), g) del artículo 12.2 relativo a 
la actividad pesquera o extractiva profesional. 
 

Dos. Los apartados c), h), j) del artículo 12.1 
pasan a ser los apartados b), c), d) del mismo artículo 
12.1. 
 

Tres. Los apartados e), h) del artículo 12.2 
pasan a ser los apartados b), c) del mismo artículo 
12.2. 
 

Cuatro. Se incluye un nuevo apartado d) al 
artículo 12.2 que quedará redactado como sigue: 
 

"d) No tener debidamente cumplimentado el 
libro registro de la actividad pesquera." 
 

Artículo 2. Modificación del artículo 13 de 
la Ley de Cantabria 7/1997, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales y Administrativas. 

 
Se modifica el artículo 13 de la Ley de Can-

tabria 7/1997, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales y Administrativas, referentes a las 
infracciones graves en materia de pesca marítima en 
aguas de competencia de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria. 
 

Uno. Se añaden nuevos apartados n), ñ), o), 
p), q), r) al artículo 13.1 relativo a la pesca deportiva, 
que quedarán redactados como siguen: 
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"n) La cesión o préstamo de la licencia a ter-
ceras personas. 
 

ñ) Incumplimiento de las normas de señaliza-
ción. 
 

o) El ejercicio de la pesca o recogida de cebo 
incumpliendo los horarios que afecten a la actividad 
pesquera en general. 
 

p) No respetar las distancias reglamentarias. 
 

q) La cesión del excedente de la pesca cap-
turada. 
 

r) El ejercicio de la pesca deportiva submari-
na sin seguro de accidentes y responsabilidad civil en 
vigor." 
 

Dos. Se añaden nuevos apartados l), m), n), 
ñ), o), p), q), r), s), t) al artículo 13.2 relativo a la 
actividad pesquera o extractiva profesional, que 
quedarán redactados como siguen: 
 

"l) La cesión o préstamo de la licencia a ter-
ceras personas. 
 

m) El ejercicio de la actividad extractiva pro-
fesional sin llevar puesto el chaleco homologado. 
 

n) El incumplimiento de las normas de señali-
zación de artes y aparejos. 
 

ñ) El incumplimiento de horarios que afecten 
a la actividad pesquera en general. 
 

o) El incumplimiento del descanso semanal 
obligatorio, incluyendo el supuesto de dejar largadas 
las redes. 
 

p) El incumplimiento de normas que afecten 
al número y enrole de tripulantes. 
 

q) Dedicarse la embarcación de pesca profe-
sional a distinta actividad extractiva a la que figura en 
el despacho del buque. 
 

r) No respetar las distancias o profundidades 
reglamentarias. 
 

s) El incumplimiento o retraso injustificado en 
las obligaciones de suministro de datos o compare-
cencia cuando sean requeridos por funcionarios de la 
Consejería de Ganadería, Agricultura y Pesca o 
personal autorizado por la misma. 
 

t) Negarse, al ser requerido por los agentes, 
a devolver la pesca al mar, o a entregársela en el 
caso de que la devolución a su ecosistema sea 
inviable." 
 

Tres. Se incluye un nuevo apartado g) al artí-
culo 13.3 relativo a las especies, cultivos marinos y 
primera venta que quedará redactado como sigue: 
 

"g) El incumplimiento o retraso injustificado 

en las obligaciones de suministro de datos o 
comparecencia cuando sean requeridos por 
funcionarios de la Consejería de Ganadería, 
Agricultura y Pesca o personal autorizado por la 
misma." 
 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA. 
 

Quedan derogadas todas las normas de igual 
o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a 
lo dispuesto en esta Ley. 
 
DISPOSICIÓN FINAL. 
 

La presente Ley entrará en vigor al día 
siguiente de su publicación.”. 
 

------------ 
 

DE DERECHOS Y SERVICIOS SOCIALES. 
 

[6L/1000-0034] 
 

Corrección de error 
 

PRESIDENCIA

Advertidos errores en la Ley de Cantabria de 
Derechos y Servicios Sociales aprobada en la  sesión 
plenaria celebrada el día 5 de marzo de 2007, se 
procede a su corrección de la siguiente forma:  
 

Donde dice, Página 65:  
 

“Artículo 64. Competencias del Consejo de 
Gobierno.”. 
 

Debe decir, Página 65:  
 

“Artículo 68. Competencias del Consejo de 
Gobierno.”. 
 

Donde dice, Página 43:  
 

“g) Escolarizar a personas menores en edad 
de enseñanza obligatoria que estén a cargo de la 
unidad perceptora, manteniendo una asistencia 
regular a los Centros educativos correspondientes. 
 

h) Reintegrar el importe de las prestaciones 
indebidamente percibidas o en cuantía indebida. 
 

i) Comunicar cualquier cambio relativo al 
domicilio o residencia habitual.” 
 

Debe decir, Página 43:  
 

“f) Escolarizar a personas menores en edad 
de enseñanza obligatoria que estén a cargo de la 
unidad perceptora, manteniendo una asistencia 
regular a los Centros educativos correspondientes. 
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g) Reintegrar el importe de las prestaciones 
indebidamente percibidas o en cuantía indebida. 
 

h) Comunicar cualquier cambio relativo al 
domicilio o residencia habitual. 

Santander, 3 de abril de 2007 
 
El Presidente del Parlamento de Cantabria, 
 
Fdo.: Miguel Ángel Palacio García. 

 
************************************************************************************* 
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